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MÉXICO 





SECRETARIA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA

ACCIONES RECIENTES REALIZADAS POR MÉXICO EN LA LUCHA CONTRA LA CORRUPCIÓN
XII REUNIÓN DEL COMITÉ DE EXPERTOS DEL MESICIC (DEL 3 AL 8 DE DICIEMBRE DE 2007)

Recomendaciones formuladas a México en el marco del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción (MESICIC)

SELECCIONADAS EN LA SEGUNDA RONDA

A. COLABORACIÓN DE LAS AUTORIDADES DEL ORDEN FEDERAL CON LAS AUTORIDADES DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS

De conformidad con lo expresado en la parte A del capítulo II de este informe, el Comité alienta a México a continuar desarrollando con sus Entidades Federativas acciones conjuntas para obtener información sobre la implementación de la Convención, al igual que seguir fortaleciendo la cooperación y coordinación entre las autoridades del orden federal y las autoridades de las Entidades Federativas para la efectiva implementación de la Convención y prestando a éstas la asistencia técnica que con tal fin le requieran.

Acciones realizadas por la Secretaría de la Función Pública:
El Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de la Función Pública (SFP) realiza actividades con los Gobiernos Estatales en el marco del “Acuerdo de Coordinación para el Fortalecimiento del Sistema Estatal de Control y Evaluación de la Gestión Pública y para la Colaboración en Materia de Transparencia y Combate a la Corrupción”. En dicho Acuerdo se establecen, entre otras, las siguientes acciones vinculadas con el contenido de la Convención de la OEA y que fueron sujetas de análisis en la segunda ronda:

· Compartir conocimientos y experiencias que hayan arrojado resultados positivos en materia de estrategias de buen gobierno, innovación gubernamental y combate a la corrupción, a efecto de que los mismos puedan ser aplicados, en su caso, por los distintos órdenes de gobierno. En este sentido, la SFP realizó un análisis de las herramientas con las que cuenta y seleccionó aquellas estratégicas, aplicables y transferibles a las entidades federativas entre las que destacan: Compranet, Bitácora electrónica de obra pública y la herramienta informática utilizada para el Subsistema de ingreso del servicio profesional de carrera.

· Colaborar en la instauración de medidas preventivas para combatir los actos de corrupción e impunidad, de conformidad con las disposiciones legales aplicables, a fin de crear conciencia en los servidores públicos de su vocación de servicio y responsabilidad pública. Como parte de las actividades de promoción de contraloría social se encuentra la difusión, a los beneficiarios de los programas federales y ciudadanía en general, de los sistemas de atención ciudadana y las obligaciones de los servidores públicos. En 2007 se promovió el Sistema Integral de Contraloría Social con las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal responsables de 16 programas sociales de alto impacto social y presupuestal; asimismo, 29 Órganos Estatales de Control han reportado actividades para generar la participación de la sociedad en la vigilancia de los recursos federales.

· Establecer los mecanismos de orientación necesarios, para que la ciudadanía se constituya en un demandante efectivo de la aplicación de la ley de transparencia e información pública. En esta materia y para dar cumplimiento a la modificación del artículo 6º. Constitucional que apoya la transparencia y el acceso a la información, se definió la estrategia de las acciones a realizar en cada entidad federativa para la homologación de leyes y reglamentos en la materia, así como la generalización de herramientas operativas que aseguren el cumplimiento de dicho derecho. Este trabajo se está llevando a cabo a través de la Comisión de Transparencia de la Comisión Permanente de Contralores Estados-Federación (CPCE-F).

Finalmente, en el Acuerdo de Coordinación vigente con 16 entidades federativas (Campeche, Chiapas, Chihuahua, Durango, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, Michoacán, Puebla, Querétaro, Sinaloa, Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz y Zacatecas), se incluye una cláusula en la que las entidades federativas se comprometen a poner en marcha un programa de trabajo que les permita cumplir, en el ámbito de su competencia, con los compromisos derivados de las Convenciones Internacionales Anticorrupción ratificadas por México, contando con el apoyo de la SFP.

En el mes de septiembre de 2007, se solicitó a los Órganos Estatales de Control un informe de los avances del contenido de la Convención, cuya información se encuentra en proceso de integración y análisis y los resultados obtenidos servirán como insumo para que la SFP ofrezca asesoría y/o apoyo en los asuntos que sean de su competencia. Adicionalmente, en el mes de octubre de 2007, en el marco de la Reunión de Trabajo de la Comisión de Transparencia de la CPCE-F se acordó continuar impulsando la difusión y colaboración para realizar las acciones encaminadas a cumplir con la Convención de la OEA. 
B. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES EN EL ORDEN FEDERAL

1. SISTEMAS PARA LA CONTRATACIÓN DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y PARA LA ADQUISICIÓN DE BIENES Y SERVICIOS POR PARTE DEL ESTADO (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 5 DE LA CONVENCIÓN)

1.1. Sistemas para la contratación de funcionarios públicos 

México ha considerado y adoptado medidas destinadas a crear, mantener y fortalecer sistemas para la contratación de funcionarios públicos, de acuerdo con lo expresado en la sección 1.1 del capítulo II de este informe.

En vista de los comentarios formulados en dicha sección, el Comité sugiere que México considere las siguientes recomendaciones:

1.1.1 Fortalecer los sistemas para la contratación de los funcionarios públicos en el Poder Ejecutivo Federal. Para cumplir con esta recomendación, México podría tener en cuenta las siguientes medidas:

a) Regular la facultad otorgada por los artículos 74 de la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal (LSPCAPF) y 31 de su Reglamento (RLSPCAPF) al superior jerárquico inmediato del área en la que se encuentre la vacante convocada a concurso, para vetar a uno o a todos los candidatos finalistas en el respectivo proceso de selección, de tal manera que su ejercicio quede sujeto a causales previamente definidas y basadas en razones de probidad, equidad y eficiencia (ver sección 1.1.2. del capítulo II de este informe).

b) Efectuar un análisis de las causas que están incidiendo en la declaratoria de desiertos de una cantidad apreciable de procesos de selección por concurso, a efecto de adoptar las medidas correctivas a que haya lugar (ver sección 1.1.3. del capítulo II de este informe).

c) Continuar haciendo seguimiento al avance de la implementación del Servicio Profesional de Carrera con el fin de velar por el cumplimiento de las metas fijadas al respecto (ver sección 1.1.3. del capítulo II de este informe).

Acciones realizadas por la Secretaría de la Función Pública:
En lo que corresponde al inciso “a” se reporta lo siguiente:
En la segunda sección del Diario Oficial de la Federación (DOF) de fecha 6 de septiembre de 2007, se publicó la modificación al Reglamento de la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal (RLSPCAPF), que en su Capítulo Décimo, referente al Subsistema de Ingreso, en sus Artículos 37 y 38 se establece lo siguiente:

Artículo 37.- El superior jerárquico del puesto en concurso podrá, por una sola vez y bajo su estricta responsabilidad, vetar durante la determinación al finalista seleccionado por los demás integrantes del Comité Técnico de Selección para ocupar el puesto, razonando debidamente su determinación en el acta correspondiente.

Artículo 38.- En caso de que el superior jerárquico del puesto que se concursa ejerza el veto previsto en el artículo 74 de la Ley, el Comité Técnico de Selección elegirá a la persona que ocupará el puesto de entre los restantes finalistas.

Cabe resaltar que en las modificaciones al Artículo 31 del RLSPCAPF ya no se establece de manera explícita el poder de veto del superior jerárquico respecto de todo el grupo de finalistas. 

En general el proceso se ve reforzado con lo previsto en el Artículo 42 del Nuevo Reglamento que establece fecha término para la obligación prevista en el Artículo 74 párrafo segundo de la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal (LSPC)
Nuevo Reglamento: Artículo 42.- En caso de que, durante el desarrollo del proceso de selección, alguno de los integrantes del Comité Técnico de Selección advierta posibles irregularidades, las comunicará a los demás miembros para el efecto de que se aclaren o subsanen; en caso contrario, el Comité suspenderá el proceso respectivo hasta en tanto la Secretaría determine las medidas que procedan. 

El representante de la Secretaría en el Comité Técnico de Selección, dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha en que se seleccionó al ganador o se declaró desierto el concurso, certificará con base en las constancias que integran el expediente respectivo, si el proceso de selección se llevó a cabo conforme a los procedimientos y plazos previstos en la Ley, en este Reglamento y en las demás disposiciones aplicables, así como de acuerdo con las bases de la convocatoria respectiva.”
En lo que corresponde al inciso “b” se reporta lo siguiente:

A la fecha se cuenta con el comportamiento observado en los concursos desiertos que permite identificar, como una de las principales causas de concursos desiertos, la no acreditación de los aspirantes de alguna de las evaluaciones de las capacidades. 

Se está trabajando en los lineamientos y en las guías metodológicas que establezcan los requisitos mínimos de los exámenes de conocimientos y evaluaciones de habilidades en los procesos de ingreso, así como para orientar a las dependencias sobre la elaboración de mecanismos y herramientas de evaluación.

Cabe mencionar que el nuevo Reglamento de la LSPC establece en su artículo 40 las causales que podrán sustentar que un concurso se declaro desierto, lo que permitirá establecer los flujos de información que coadyuven al desarrollo de estudios y análisis que permitan identificar el origen del comportamiento que se observe.

En lo que corresponde al inciso “c” se reporta lo siguiente:
Se continuó con la programación de las metas en la implantación y operación del Servicio Profesional de Carrera (SPC), a través del Modelo Integral de Evaluación del SPC durante el 2006, cuyos resultados mostraron un avance de 91.5%, equivalente a 884 puntos de los 967 comprometidos a alcanzar a diciembre de ese año.

No obstante el buen desempeño logrado, para el año 2007, se reconfiguraron algunos de los indicadores de medición del SPC, con el propósito de consolidar el SPC en el desarrollo de a Administración Pública Federal.

Durante el periodo comprendido del 1o. de diciembre de 2006 al 31 de agosto de 2007, se realizó el análisis y revisión de los conceptos que conformarán el nuevo marco jurídico del Servicio Profesional de Carrera (SPC), aplicable a la nueva gestión pública del Ejecutivo Federal. Estos trabajos se efectuaron entorno a los siguientes temas: austeridad, remuneraciones, asignación de prestaciones y sistema de evaluación del desempeño.
Destaca la elaboración, en julio de 2007, de la nueva propuesta de Reglamento de la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal publicada en septiembre de este año. Los principales beneficios que contempla este ordenamiento son:

· Descentralización de la operación en las dependencias, a través, principalmente, de los Comités Técnicos de Profesionalización y Selección.

· Flexibilidad en diversos procedimientos, asegurando la eficacia de la normatividad y la vigilancia de ésta a través de los órganos internos de control en cada dependencia.

Se presentó en julio de 2007, el Acuerdo que tiene por objeto dar a conocer el Programa Operativo Anual del Sistema de Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal Centralizada para el año 2007.

Sistema de información para la operación y funcionamiento del servicio profesional de carrera (Rh net). La actual administración busca consolidar el Sistema Rh net como una herramienta informática de gran utilidad para garantizar la igualdad de oportunidades en el acceso a la función pública, con base en el mérito y desarrollo de capacidades no sólo de los servidores públicos en activo, sino también de aquellos individuos que desee ingresar al quehacer gubernamental y que reúnan las características para ello. Este sistema también permite llevar a cabo un control riguroso sobre los trámites, autorizaciones y consultas relacionadas con la planeación, ingreso, administración y desarrollo de los recursos humanos adscritos y de nuevo ingreso a la Administración Pública Centralizada (APC).

En forma adicional a partir de abril de 2007 se ha participado en el diseño del Plan Nacional de Desarrollo 2007 – 2012, en lo correspondiente a Recursos Humanos y Servicio Profesional de Carrera. Los trabajos continúan para efecto de definir en forma precisa el Programa de Servicio Profesional de Carrera 2007 – 2012, que corresponde a un Programa Especial de Mediano Plazo que nos permitirá definir rumbo y estrategia, así como la medición y seguimiento correspondiente.

1.1.2. Fortalecer los sistemas para la contratación de los funcionarios públicos en el Poder Legislativo de la Federación. Para cumplir con esta recomendación, México podría tener en cuenta las siguientes medidas:

a) Adoptar, por parte de la autoridad correspondiente, un procedimiento de selección meritoria para suplir vacantes en los cargos de carrera de la Cámara de Diputados a los que se refieren los artículos 49 y 51 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos (LOCGEUM), teniendo en cuenta la naturaleza eminentemente técnica de dichos empleos, guiándose para esto por los principios de publicidad, equidad y eficiencia previstos en la Convención (ver sección 1.1.2. del capítulo II de este informe).

b) Expedir, por parte de la autoridad correspondiente y en un término razonable, las adecuaciones al Estatuto de la Organización Técnica y Administrativa del Servicio de carrera de la Cámara de Diputados, guiándose para esto por los principios de publicidad, equidad y eficiencia previstos en la Convención (ver sección 1.1.2. del capítulo II de este informe).

c) Considerar, a través de la autoridad correspondiente, los cargos de los servicios parlamentarios, administrativos y financieros de la Cámara de Diputados, como empleos comprendidos dentro del Servicio de Carrera de dicha Cámara, teniendo en cuenta su naturaleza eminentemente técnica y lo previsto en los artículos 49 y 51 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos - LOCGEUM (ver sección 1.1.2. del capítulo II de este informe).

Acciones realizadas por la Cámara de Diputados:

En lo que corresponde al inciso “a” se reporta lo siguiente:

La Conferencia para la Dirección y Programación de los Trabajos Legislativos, órgano de gobierno en el que convergen el Presidente de la Mesa Directiva y los Coordinadores de los Grupos Parlamentarios, aprobó los Lineamientos que establecen la Forma de Organización y Funciones de los Servicios Parlamentarios, Administrativos y Financieros; así como la Designación Transitoria en los Puestos Vacantes del Personal de Confianza en su Apartado IV. Criterios para la designación de los directores generales y demás funcionarios.

Para la designación de los servidores públicos en las plazas vacantes y las que se lleguen a generar, es necesario acreditar la especialización en la actividad correspondiente, así como los requisitos académicos, además de experiencia y conocimiento con relación al puesto a desempeñar. Aunado a lo anterior, es importante destacar que se considerará en igualdad de circunstancias al personal que presta sus servicios en la Cámara, y dentro de éstos al de mayor antigüedad y experiencia, previa valoración de sus antecedentes y siempre y cuando reúna los requisitos para el cargo, en plena correspondencia con lo establecido en el Estatuto de la Organización Técnica y Administrativa y del Servicio de Carrera de la Cámara de Diputados.

En este sentido, la Conferencia para la Dirección y Programación de los Trabajos Legislativos ha retomado el acuerdo de la Junta de Coordinación Política, relativo a utilizar los procesos de selección a través de concursos de oposición, cuya convocatoria es pública y abierta, para cubrir las vacantes que se generen, no sólo en los Centros de Estudio, sino también para cubrir puestos de Dirección, de Subdirección y de Jefatura de Departamento, como ejemplo, en las Direcciones Generales de Crónica y Gaceta Parlamentaria y del Centro de Documentación, Información y Análisis, que son áreas adscritas a la Secretaría de Servicios Parlamentarios. 

Dicho ordenamiento es utilizado al día de hoy para cubrir las vacantes que se generen en la Cámara de Diputados, en tanto se aprueban las reformas a la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y se expiden las adecuaciones al Estatuto de la Organización Técnica y Administrativa y del Servicio de Carrera de la Cámara de Diputados.
Conviene señalar que el proyecto de nuevo Estatuto prevé los mismos fines del Servicio de Carrera establecidos en el Estatuto vigente: formar funcionarios de alta calidad que apoyen de manera profesional y eficaz el cumplimiento de las atribuciones y funciones de la Cámara de Diputados; proveer a los servicios de personal calificado; garantizar que el desempeño de los funcionarios del Servicio se realice con estricto apego a los principios de legalidad, objetividad, productividad, imparcialidad, disposición y compromiso institucional; y garantizar a los funcionarios del Servicio su permanencia, promoción y ascenso, a partir de un proceso que considera la experiencia, los méritos, la capacitación y evaluación permanentes. Asimismo, contempla conservar la disposición que establece que la selección de aspirantes a ingresar al Servicio de Carrera, así como para las promociones y ascensos, se realizará con base en los méritos y capacidades de los mismos. 

En lo que corresponde al inciso “c” se responde lo siguiente:

La Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, en su parte conducente, ordena de manera explícita que la organización técnica y administrativa de las Cámaras del Congreso de la Unión debe estructurarse a partir del principio de profesionalización de su personal y la adopción de los servicios de carrera, a fin de dotarla de mayor certidumbre jurídica. En sus artículos 49 y 51, establece que las Secretarías de Servicios Parlamentarios y Administrativos y Financieros de la Cámara de Diputados se integran con funcionarios de carrera, con la clara intención de consolidar un sistema de personal que responda a las necesidades de la Cámara, a partir del desarrollo de servidores públicos que presten sus servicios de manera eficiente, oportuna, con calidad y con un indeclinable compromiso institucional, y cuyo desarrollo se base en el mérito, experiencia, responsabilidad y capacidad profesional. En evidente correspondencia, dichos cargos se encuentran comprendidos también en el Estatuto de Organización Técnica y Administrativa y del Servicio de Carrera de la Cámara de Diputados.

En el referido Estatuto se definen los criterios generales, disposiciones, reglas, mecanismos de ingreso y desarrollo, movilidad, percepciones, incentivos, reconocimientos, separación, infracciones, sanciones y procedimientos disciplinarios, a los que están sujetos los funcionarios del Servicio de Carrera.

De esta manera, es evidente la intencionalidad del Servicio de Carrera: regular la administración de los recursos humanos a través de estímulos, del reconocimiento al mérito y al desempeño; desarrollar y profesionalizar a los servidores públicos de las ramas parlamentaria, administrativa y financiera; ofrecerles estabilidad y seguridad en el empleo; y asegurar que sus servicios sean prestados de forma incuestionablemente institucional.

El propio Estatuto, aprobado por la Cámara de Diputados de la LVII Legislatura en su sesión del 26 de abril de 2000, sentó las bases para que la Conferencia para la Dirección y Programación de los Trabajos Legislativos aprobara el Programa para la Instauración del Servicio de Carrera y, en particular, lo relativo a la capacitación y evaluación de los funcionarios de la Cámara de Diputados aspirantes a ingresar a dicho servicio, destacando los siguientes puntos:

· La obligatoriedad del curso de capacitación para los funcionarios de estructura, secretarios técnicos, asesores y asistentes parlamentarios, personal por honorarios y trabajadores operativos de la Cámara que cubrieran el perfil mínimo, que se impartió en los meses de junio y julio del año 2000.

· La obligatoriedad de la evaluación sobre los conocimientos generales básicos y de criterio en las materias parlamentarias y de administración, considerando asimismo la trayectoria y la experiencia personales de los participantes. Dicha evaluación general se realizó en el mes de agosto de ese año, dejando a la LVIII Legislatura resolver lo relativo al ingreso de los funcionarios al Servicio de Carrera, para lo cual se entregaron los expedientes correspondientes de los evaluados a la nueva Legislatura.

En concordancia con el espíritu de profesionalización de los cuerpos de servidores públicos parlamentarios, administrativos y financieros, la Conferencia para la Dirección y Programación de los Trabajos Legislativos de la LIX Legislatura aprobó el 4 de noviembre de 2005, a propuesta de la Secretaría General, un proyecto de reingeniería administrativa cuya intención principal, derivada de un diagnóstico previo, fue la de compactar unidades administrativas, evitar duplicidades y fijar con precisión las competencias de cada área. 

En virtud del proyecto citado, se compactó y racionalizó la estructura burocrática, se sustituyeron a titulares de unidades administrativas, se eliminaron áreas innecesarias, se acordaron diversas ratificaciones y nuevas designaciones, reconociendo o promoviendo a personal cuyo profesionalismo, institucionalidad, experiencia y antigüedad estaban probadas.
De la misma manera, para dotarlo del debido sustento jurídico, la Cámara de Diputados aprobó en sesión del 9 de marzo de 2006 el proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, el que fue enviado en calidad de minuta a la Cámara de Senadores, en donde está pendiente de dictamen; y la propia Conferencia aprobó el 20 de junio del mismo año el nuevo Manual General de Organización de la Cámara de Diputados.

Por lo anterior, se avanza en la constitución de un cuadro administrativo profesional, homogéneo, experimentado y capacitado al servicio institucional de la Cámara de Diputados.
Acciones realizadas por la Cámara de Senadores:
El Servicio Civil de Carrera de la Cámara de Senadores forma parte de los esfuerzos para consolidar el amplio proceso de modernización institucional que se ha llevado a cabo en el Poder Legislativo. Su principal objetivo es formar servidores públicos profesionales y capaces que apoyen el trabajo legislativo que desempeñan los Senadores.

El Servicio Civil contempla los procesos de capacitación y formación permanente, así como la evaluación del desempeño de los servidores públicos de carrera, procesos que son coordinados por el Centro de Capacitación y Formación Permanente, de los cuales se puede precisar lo siguiente:

· Capacitación y Formación Permanente: Durante el primer año de la Legislatura LX (septiembre de 2006 a agosto de 2007), el Centro de Capacitación y Formación Permanente llevó a cabo 16 cursos de capacitación dirigidos a servidores públicos de carrera como parte del Programa de Capacitación y Formación Permanente Anual, lográndose capacitar a un total de 135 servidores públicos de carrera.
Es de destacar que el Programa de Capacitación y Formación Permanente 2007 registró una novedad, la cual consiste en que a partir de este año, se integraron al Programa no sólo cursos de capacitación, sino también Diplomados con valor curricular, impartidos por instituciones académicas de reconocido prestigio, a fin de contribuir al desarrollo profesional de los servidores públicos de carrera.
La evaluación del aprovechamiento de este programa de capacitación y formación permanente, integró los resultados obtenidos por los 135 servidores públicos de carrera en las materias cursadas en el año 2007, es decir, el 100% de los integrantes del Servicio Civil.
· Evaluación del desempeño: Como parte de la operación del Servicio Civil se ha realizado la Evaluación del Desempeño de los servidores públicos, misma que se aplica a través de un sistema automatizado diseñado por el propio Centro de Capacitación y Formación Permanente.
El desempeño de los actuales servidores públicos es evaluado a “360 grados” (por su superior jerárquico, una persona de su mismo nivel y un subordinado), con respecto al cumplimiento de metas institucionales preestablecidas anualmente.
En este sentido, durante el primer año de la Legislatura LX, el Centro de Capacitación y Formación Permanente integró a través de sus sistemas automatizados diseñados para este efecto, los resultados de la evaluación del desempeño de los 135 servidores públicos de carrera, lo que equivale al 100% de los integrantes del Servicio Civil.

· Estímulos: Con base en los resultados obtenidos por los servidores públicos de carrera en los procesos Capacitación y Formación Permanente y Evaluación del Desempeño, la administración de la Cámara de Senadores, con autorización de los órganos de gobierno, otorga un incentivo anual.
1.1.3 Fortalecer los sistemas para la contratación de los funcionarios públicos en el Poder Judicial de la Federación. Para cumplir con esta recomendación, México podría tener en cuenta la siguiente medida:

- Adoptar, por parte de la autoridad correspondiente, un procedimiento de selección meritoria para las categorías de empleos de la carrera judicial diferentes a las de magistrado de circuito y juez de distrito, teniendo en cuenta la naturaleza eminentemente técnica de dichos empleos, guiándose para esto por los principios de publicidad, equidad y eficiencia previstos en la Convención (ver sección 1.1.2. del capítulo II de este informe).

Acciones realizadas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación:
Sistema de contratación de funcionarios públicos en la Suprema Corte de Justicia de la Nación:
Sistemas de selección, características y principios: Los nombramientos para ocupar una plaza de confianza estarán precedidos generalmente de un concurso dirigido al personal que ocupe plazas de los puestos inferiores.

En el caso de que la convocatoria quede desierta por algún motivo, el titular de órgano correspondiente podrá solicitar al Comité de Gobierno y Administración la celebración de un concurso restringido para desarrollarse entre cuando menos tres candidatos idóneos que laboren fuera de este Alto Tribunal, propuestos por ese titular, por su superior jerárquico o por los integrantes del Comité de Ministros respectivo.

Los titulares de los órganos de la Suprema Corte podrán solicitar al Comité de Gobierno y Administración autorización para celebrar concursos al tenor de un procedimiento diverso al previsto de este precepto.

Asimismo, podrán proporcionar al Oficial Mayor, sin necesidad de concurso previo, los nombramientos que impliquen un ascenso del puesto inmediato inferior, así como los del personal de confianza que dependa de ellos directamente, entre los que se encuentran: los directores generales adjuntos, los asesores de mando superior, los directores de área, los asesores, los secretarios particulares de mando superior, los secretarios de director general, las secretarias, los choferes y, en todo caso, los técnico en seguridad. El Oficial Mayor someterá estos nombramientos a la consideración del Presidente.

En supuestos diversos a los previstos en el párrafo anterior, derivados de las necesidades del servicio, previa opinión del titular de órgano respectivo, el Presidente o el Comité de Gobierno y Administración, podrán autorizar nombramientos sin necesidad de concurso previo.

El Oficial Mayor valorará y someterá a la consideración del Presidente la propuesta de nombramiento tomando en cuenta, incluso, las objeciones que se hubieran planteado por cualquier gobernado.

Para el otorgamiento de nombramientos en puestos de base se aplicará lo previsto en el Reglamento de Escalafón.
Autoridades rectoras o administrativas del sistema de selección: El Pleno, las Salas, el Comité de Gobierno y Administración, el Ministro Presidente de este Alto Tribunal, los señores Ministros y la Oficialía Mayor.

Acceso al Servicio Público: El Manual de Percepciones de este Alto Tribunal establece la prestación anual denominada “Reconocimiento especial al personal operativo” y “Reconocimiento especial a mandos medios” consistente en otorgar un apoyo económico mediante el cual se valoran anualmente las labores desarrolladas.
Divulgación: Las plazas de base vacantes son sometidas a un concurso escalafonario en el cual pueden participar dentro del grupo al que pertenezcan todos los trabajadores de base que tengan un mínimo de seis meses ininterrumpidos de servicio, salvo por licencia con goce de sueldo, en el rango inmediato inferior al de la plaza vacante, cuando satisfagan los requisitos establecidos en la convocatoria respectiva. Para llevar a cabo el concurso correspondiente la Comisión solicitará a la Dirección General de Personal la certificación de que la plaza se encuentra vacante y expedirá la convocatoria respectiva dentro de los tres días hábiles siguientes, misma que se fijará en lugar visible y de mayor concurrencia en el centro de trabajo; asimismo, contendrá los datos y requisitos para ocupar la vacante de que se trate, así como el plazo para que los interesados presenten su solicitud. El Pleno no podrá ser inferior a tres días hábiles.
La Comisión Mixta de Escalafón, en colaboración con la Dirección General de Difusión de este Alto Tribunal y el Sindicato de Trabajadores del Poder Judicial de la Federación, realizan la difusión de las convocatorias correspondientes mediante los siguientes medios:

· Medios Impresos. Su fijación en los tableros de avisos dispuestos para tal efecto en todos los edificios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como en la oficina de la Secretaría de la Comisión Mixta de Escalafón.
· Medios electrónicos. La publicación de un extracto de la convocatoria en el boletín semanal llamado “Corte Informativo” publicado por la Dirección General de Difusión, que puede consultarse en la página de Intranet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y en el cual se contienen los datos de la plaza vacante y el inicio de vigencia de la convocatoria respectiva.
· La publicación de la convocatoria en la página electrónica del Sindicato de Trabajadores del Poder Judicial de la Federación.

La lista de personas que cumplen con los requisitos establecidos en la convocatoria, y en consecuencia, pueden participar en el concurso correspondiente, es publicada por la Secretaría de la Comisión en sus oficinas, tal como lo precisan las propias convocatorias; asimismo, se notifica personalmente a cada uno de los solicitantes la determinación de la Comisión en el sentido de señalar si cumplen o no con los requisitos establecidos en su caso, citándolos al examen de conocimientos respectivo.

Una vez realizado el concurso escalafonario el resultado del mismo debe difundirse. La Comisión comunicará el resultado de concurso a los aspirantes, así como a las Direcciones Generales de Difusión e Informática para efectuar su difusión en la Red del Poder Judicial de la Federación, indicando los datos relevantes.

Tratándose de la designación en puestos de confianza el titular del respectivo órgano de la Suprema Corte deberá remitir la propuesta de nombramiento al Oficial Mayor, así como a la Dirección General de Informática, para que se ingrese a la Red del Poder Judicial de la Federación con el fin de hacerla del conocimiento de los gobernados para que puedan plantear en la dirección electrónica de la Dirección de Personal cualquier objeción relacionada con la persona cuyo nombramiento se propone.

La Dirección de Personal deberá dar cuenta al Oficial Mayor sobre las objeciones que se presenten.

Recursos de impugnación. Los trabajadores podrán interponer el recurso de reconsideración contra las resoluciones de la Comisión cuando se realice una inexacta o incorrecta evaluación de los factores escalafonarios o se actualicen irregularidades durante el procedimiento en perjuicio del recurrente. También cuando se niegue la autorización de una permuta, no obstante cumplir con los requisitos para ello, o se emita la resolución sin haber resuelto previamente el impedimento que se hubiere hecho valer, o se elabore incorrectamente el cuadro de antigüedad.

Al recurso se deberán acompañar las pruebas que lo sustenten. Sólo en el caso de que no obren en su poder porque no se hayan expedido, o por alguna otra causa plenamente justificada a juicio de la Comisión, se les otorgará un plazo de cinco días hábiles para ello.
Los recursos de reconsideración serán resueltos por la Comisión dentro de un plazo de diez días hábiles contados a partir de la fecha en que el recurrente presente las pruebas o fenezca el plazo que se le hubiere otorgado.

Contra la resolución que emita la Comisión en el recurso de reconsideración no procederá ningún otro recurso o medio extraordinario de defensa, lo que implica que es inatacable para todos los efectos legales.

En cuanto a las propuestas de nombramientos del personal de confianza, el titular del respectivo órgano de la Suprema Corte deberá remitir la propuesta de nombramiento al Oficial Mayor, así como a la Dirección General de Informática para que se ingrese a la Red del Poder Judicial de la Federación con el fin de hacerla del conocimiento de los gobernados para que puedan plantear en la dirección electrónica de la Dirección de Personal cualquier objeción.
Resultados objetivos que se han obtenido. A partir de la instalación de la Comisión Mixta de Escalafón (2007), el procedimiento de concurso para obtener un nombramiento en las plazas de base vacantes se ha transparentado en todas sus etapas desde la inscripción hasta la determinación, en su caso, de un ganador. La existencia de una plaza de base vacante se difunde ampliamente; asimismo, la Secretaría de la Comisión de Escalafón conserva un expediente por cada plaza concursada, el cual puede ser consultado libremente por los participantes en cada concurso, así como por los titulares de los órganos en los que se encuentra la plaza vacante. El ganador de un concurso escalafonario se determina con base en los criterios establecidos en el Reglamento de Escalafón y los documentos relativos a dicha determinación son igualmente accesibles a los participantes en el concurso; asimismo, el resultado de los concursos es difundido por medios electrónicos e impresos.
Es importante destacar que el método mediante el cual se determina al ganador de un concurso escalafonario garantiza un alto grado de objetividad. Lo anterior, en virtud de que la evaluación de los factores que deben tomarse en cuenta se realiza mediante la asignación de calificaciones numéricas.

Un factor adicional de certeza lo constituye el hecho de que la determinación del ganador es realizada por la Comisión de Escalafón reunida en sesión, en la cual cada uno de los integrantes de la Comisión analiza los documentos relativos a los factores que deben evaluarse y se determina al ganador con base en el puntaje más alto. El Secretario de la Comisión es el encargado de notificar el resultado personalmente y de responder las consultas que los participantes le formulen en lo que respecta al desarrollo del concurso y a la evaluación de los factores escalafonarios.

También constituye un logro de la Comisión Mixta de Escalafón la cada vez mayor participación de los trabajadores de base en los concursos que se organizan, así como el hecho de que los concursos se realizan de una manera expedita, siendo un mes el periodo promedio que toma realizar un concurso escalafonario en todas sus etapas.

En cuanto al personal de confianza, se han generado mayores oportunidades de ascenso al implementar como primer paso el considerar en vacancias al personal interno de este Alto Tribunal; se han delimitado con mayor claridad las atribuciones de las diversas instancias en cuanto a propuesta de nombramiento, lo que contribuye a que exista una mayor transparencia en el manejo de propuestas ante los gobernados.

Normas que establecen el sistema de contratación en la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Artículos 9° párrafo primero, segundo y tercero, 11 fracción XIV, 14 fracciones XII y XIII y 20 primer y segundo párrafo. 25, fracción VI, 115, quinto párrafo y 110, fracciones VII y IX. www.scjn.gob.mx/PortalSCJN/Transparencia/MarcoNormativo/SCJN/LeyOrganica/LeyOrganica.htm 
Reglamento de Escalafón de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en vigor a partir del 24 de noviembre de 2006. Artículos 22, 23, 30, 33, 34, 43, 44, 45 y 46. www.scjn.gob.mx/NR/rdonlyres/857BA1E2-0261-48A5-8134-01DC342BC4B8/0/ReglamentoEscalafonSCJN.pdf 
Condiciones Generales de Trabajo de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Artículos 9, 10 y 11. www.scjn.gob.mx/NR/rdonlyres/DF2B1454-C926-47A1-B071-EE111B7C0503/0/CondicionesGeneralesTrabajoSCJN.pdf 
Acuerdo Plenario 19/2007 del 20 de agosto de 2007 relativo a la estructura y a las plazas del personal de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Punto Noveno. www.scjn.gob.mx/NR/rdonlyres/227C4BE8-9CE2-480A-BE19-B16ED6232FDB/0/Acuerdo19_2007.pdf 

Acuerdo General de Administración 1/2007 del 29 de febrero de 2007 relativo a la creación de plazas y otorgamiento de nombramientos. Artículos 11, 12, 16 y 18. www.scjn.gob.mx/NR/rdonlyres/9ADBBD93-5CCF-4174-947A-B4A0D615E249/0/AGA_I2007.pdf 

Acuerdo Plenario 5/2006 del 17 de abril de 2006 sobre la creación de plazas, ocupación de las mismas y estabilidad en el empleo del personal de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Punto Cuarto. www.scjn.gob.mx/NR/rdonlyres/59E45E61-96D2-4EB4-ADBD-814D45B053A8/0/acuerdo0052006.pdf 
Acuerdo General de Administración III/2005 del 9 de mayo de 2005 relativo a los nombramientos de los servidores públicos del Alto Tribunal. Punto Tercero, Párrafo Tercero. www.scjn.gob.mx/NR/rdonlyres/9C22DC1B-1645-47ED-8422-2BF7C8BD2F06/0/AGAIII2005.htm 
1.2. Sistemas para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado 
México ha considerado y adoptado medidas destinadas a crear, mantener y fortalecer sistemas para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado, de acuerdo con lo dicho en la sección 1.2 del capítulo II de este informe.

En vista de los comentarios formulados en dicha sección, el Comité sugiere que México considere las siguientes recomendaciones:

1.2.1 Fortalecer los sistemas para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado en el Poder Ejecutivo Federal. Para cumplir con esta recomendación, México podría tener en cuenta la siguiente medida:

- Adoptar las medidas conducentes a superar las circunstancias que impidan la culminación de la implementación de los procesos relativos a las contrataciones públicas por vía electrónica en las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal que aún se encuentran pendiente de hacerlo (ver sección 1.2.3. del capítulo II de este informe).

Acciones realizadas por la Secretaría de la Función Pública:
Con la finalidad de mejorar los procesos relacionados con las contrataciones gubernamentales, se instrumentó una nueva versión del Sistema Electrónico de Contrataciones Gubernamentales denominada “Compranet Plus” que se encuentra en operación desde noviembre de 2006. Los procedimientos de contratación que se efectúan a través del sistema son licitación pública, invitación a cuando menos tres y adjudicación directa.

1.2.2. Fortalecer los sistemas para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado en el Poder Legislativo de la Federación. Para cumplir con esta recomendación, México podría tener en cuenta las siguientes medidas:

a) Complementar, por parte de la autoridad correspondiente, la Norma de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios de la Cámara de Diputados y la Norma de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas de la Cámara de Diputados, contemplando una previsión general relativa a la necesidad de motivar la decisión de acudir a los procedimientos de contratación diferentes al de licitación pública, a los fines de fomentar los principios de publicidad, equidad y eficiencia consagrados en la Convención (ver sección 1.2.2. del capítulo II de este informe).

b) Complementar, por parte de las autoridades correspondientes, la Norma de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios de la Cámara de Diputados; la Norma de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas de la Cámara de Diputados; y el Manual de Normas Para Adquisiciones, Arrendamientos, Prestación de Servicios y Obras Públicas de la Cámara de Senadores, contemplando sanciones para los proveedores, licitantes y contratistas que infrinjan las disposiciones de tales Normas, a efectos de fortalecer el control de su cumplimiento (ver sección 1.2.2. del capítulo II de este informe).

c) Complementar, por parte de las autoridades correspondientes, la Norma de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios de la Cámara de Diputados; la Norma de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas de la Cámara de Diputados; y el Manual de Normas Para Adquisiciones, Arrendamientos, Prestación de Servicios y Obras Públicas de la Cámara de Senadores, estableciendo mecanismos de control social de la actividad contractual, tales como veedurías ciudadanas, a efectos de fortalecer el control de dicha actividad (ver sección 1.2.2. del capítulo II de este informe).

d) Complementar, por parte de la autoridad correspondiente, la Norma de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios de la Cámara de Diputados y la Norma de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas de la Cámara de Diputados, estableciendo un recurso de impugnación del fallo mediante el cual la Contraloría resuelva el recurso de inconformidad previsto en dichas Normas, a efectos de fortalecer la efectividad de los mecanismos de impugnación (ver sección 1.2.2. del capítulo II de este informe).

En lo que corresponde al inciso “a” se reporta lo siguiente:

Acciones realizadas por la Cámara de Diputados: Las Normas que rigen los procedimientos de contratación en materia de adquisiciones, servicios y obra pública en la Cámara de Diputados, si bien establecen los casos en los cuales se pueden optar por la contratación, apartándose de la licitación pública, no contemplan disposiciones que obliguen a motivar una decisión de esa naturaleza; por lo contrario, señalan que se podrá elegir entre las otras formas de contratación, siempre y cuando se cuenten con la autorización de la Junta de Coordinación Política o del Comité de Administración, lo cual deja al criterio de estos cuerpos colegiados, la determinación de contratar en esta materia. Por lo anterior, se estima procedente analizar la conveniencia de modificar las Normas correspondientes en la parte conducente.
En lo que corresponde al inciso “b” se reporta lo siguiente:

Acciones realizadas por la Cámara de Diputados: La recomendación formulada por el Comité de Expertos del MESICIC, ya se encuentra contemplada en el artículo 52 fracciones III, IV, X, XV y XVI de la Norma de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios, así como el artículo 48 fracciones III, IV, V, VI y VIII de la Norma de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas.
Acciones realizadas por la Cámara de Senadores: La inhabilitación para contratar y la imposición de multas para proveedores, licitantes y contratistas que incumplan sus obligaciones contractuales con esta Cámara, están contempladas en el Manual de Normas para Adquisiciones, Arrendamientos, Prestación de Servicios y Obras Públicas de la Cámara de Senadores:
Con respecto a la inhabilitación para contratar a proveedores, licitantes y contratistas que incumplan sus obligaciones contractuales, la Norma 24, fracción V, del citado Manual de Normas para Adquisiciones, Arrendamientos, Prestación de Servicios y Obras Públicas de la Cámara de Senadores, dispone lo siguiente:

“Norma 24. Los servidores públicos de la Cámara se abstendrán de solicitar y recibir propuestas o celebrar contratos en la materia con las personas que se encuentren en alguno de los supuestos siguientes:

I. … a  IV. …

V.
… por causas a ellas imputables no hubieren cumplido sus obligaciones contractuales respecto de la materia de estas Normas con perjuicio para la Cámara, previo procedimiento administrativo seguido por autoridad competente, dicha suspensión prevalecerá en los términos establecidos en la propia resolución.”

Por otra parte, debe destacarse que la fracción XIII, de la misma Norma 24, señalada en el punto anterior, también establece que no se solicitarán ni recibirán propuestas o podrán celebrarse contratos con personas que:

“Norma 24. …

I. … a  XII. …

XIII. Las que se encuentren inhabilitadas por resolución de la Secretaría de la Función Pública o la Auditoría Superior de la Federación o la Contraloría de la Cámara de Diputados o las autoridades competentes del Poder Judicial o los órganos internos de control de las entidades federativas y del Distrito Federal o la Contraloría, el impedimento para contratar estará sujeto a lo que determina la resolución correspondiente;”

En relación con la imposición de multas, estas son impuestas, conforme lo dispone la Norma 94 del citado Manual:

“Norma 94. Cuando una inconformidad se resuelva como no favorable al promovente por resultar notoriamente improcedente y se advierta que se hizo con el único propósito de retrasar o entorpecer la continuación del procedimiento de contratación; se le impondrá multa equivalente a la cantidad de veinticinco hasta mil veces el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal elevado al mes, en la fecha de la infracción, ésta se impondrá por la Contraloría y constituirá crédito fiscal a favor del Erario Federal, haciéndose efectiva mediante el procedimiento económico coactivo de ejecución.”

En lo que corresponde al inciso “c” se reporta lo siguiente:

Acciones realizadas por la Cámara de Diputados: La transparencia en los procesos de contratación en la materia por parte de la Cámara de Diputados, no debe dejar lugar a dudas en la sociedad sobre la adjudicación de los mismos. En consecuencia, sería de importancia que las normas respectivas dispusieran la participación en los procesos adjudicatarios de asociaciones o personalidades en la materia, bajo la denominación de “Testigos Sociales”, como lo sugiere la recomendación.
En lo que corresponde al inciso “d” se reporta lo siguiente:

Acciones realizadas por la Cámara de Diputados: Las resoluciones emitidas por la Contraloría Interna, derivadas del recurso de inconformidad interpuesto por los particulares, se pueden combatir mediante el juicio de amparo, por lo que se considera que no aplica la recomendación formulada. 

1.2.3. Fortalecer los sistemas para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado en el Poder Judicial de la Federación. Para cumplir con esta recomendación, México podría tener en cuenta la siguiente medida:

- Complementar, por parte de la autoridades correspondientes, el Acuerdo General de Administración 6/2001 de la Presidencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Acuerdo General 75/2000 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, estableciendo mecanismos de control social de la actividad contractual, tales como veedurías ciudadanas, a efectos de fortalecer el control de dicha actividad (ver sección 1.2.2. del capítulo II de este informe).

2. SISTEMAS PARA PROTEGER A LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y CIUDADANOS PARTICULARES QUE DENUNCIEN DE BUENA FE ACTOS DE CORRUPCIÓN (ARTICULO III, PÁRRAFO 8 DE LA CONVENCIÓN)

México ha considerado y adoptado ciertas medidas destinadas a crear, mantener y fortalecer sistemas para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción, de acuerdo con lo dicho en la sección 2 del capítulo II de este informe.

En vista de los comentarios formulados en dicha sección, el Comité sugiere que México considere la siguiente recomendación:

· Fortalecer los sistemas para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción. Para cumplir con esta recomendación, México podría tener en cuenta la siguiente medida:

- Adoptar, a través de la autoridad correspondiente, una regulación integral sobre protección de los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción, incluyendo la protección de su identidad, de conformidad con su Constitución y los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico interno, la cual podría incluir, entre otros, los siguientes aspectos:

a) Medidas adicionales de protección para quienes denuncien actos de corrupción que puedan estar o no tipificados como delitos y que puedan ser objeto de investigación en sede judicial o administrativa.

b) Medidas adicionales de protección orientadas hacia la protección de la integridad física del denunciante y su familia, al igual que hacia la protección de su situación laboral, especialmente cuando se trate de un funcionario público y cuando los actos de corrupción puedan involucrar a su superior jerárquico o a sus compañeros de trabajo.

c) Simplificar la solicitud de protección del denunciante.

d) Medidas adicionales para la protección de testigos, que otorguen a éstos las mismas garantías que sean previstas para los denunciantes.

e) Mecanismos que faciliten la cooperación internacional en las materias anteriores, cuando sea pertinente.

Acciones realizadas por la Secretaría de la Función Pública:
La Dirección General de Atención Ciudadana de la SFP se encuentra elaborando un proyecto de Nuevos Lineamientos Técnico Normativos para el Proceso de Atención Ciudadana, aplicables a la recepción, trámite y resolución de quejas y denuncias, en los que se fomentará la denuncia anónima; asimismo, se prevé incorporar un marco normativo interno para garantizar la confidencialidad de los datos de los quejosos o denunciantes, a efecto de prevenir represalias o actos de intimidación a quienes denuncien actos de corrupción, bien sean servidores públicos o ciudadanos particulares.

Asimismo, con base en los Lineamientos de Protección de Datos Personales publicados en el Diario Oficial de la Federación el 30 de septiembre de 2005, la Dirección General de Atención Ciudadana ha promovido la adopción de medidas para la protección de datos personales que se recaben por las áreas competentes con motivo de la tramitación de las quejas o denuncias por incumplimiento de las obligaciones de los servidores públicos.

Por otra parte, con el objeto de fomentar la presentación de denuncias de corrupción y proteger la integridad de los denunciantes, la Dirección General Adjunta de Evaluación de la Operación de Servicios ha instrumentado la aplicación de tres mecanismos:

1. Disposición y difusión de líneas telefónicas directas donde personal especializado recibe la información y es procesado en un formato prediseñado. Con la información recibida, se inician trabajos de investigación a efecto de combatir la práctica denunciada.

2. Aceptación de denuncias anónimas tanto de la población como de servidores públicos, sin mayor requisito que éstas cuenten con los datos o elementos mínimos de información que permitan iniciar la investigación de las conductas irregulares de los servidores públicos denunciados.

3. Promover la colaboración de informantes, ciudadanos que han sido víctimas o tienen conocimiento de conductas irregulares de servidores públicos, y que con motivo de sus actividades o funciones cuentan con información directa de actos de corrupción.

Finalmente, y en complemento a los tres mecanismos antes citados, en todos los casos se hace saber a los denunciantes sobre el manejo confidencial de sus datos personales a fin de protegerlos en términos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.

3. ACTOS DE CORRUPCIÓN (ARTÍCULO VI.1 DE LA CONVENCIÓN)

México ha adoptado medidas destinadas a tipificar como delitos los actos de corrupción previstos en el artículo VI.1 de la Convención, de acuerdo con lo dicho en la sección 3 del capítulo II de este informe.

En vista de los comentarios efectuados en dicha sección, el Comité formula a México la siguiente recomendación:

· Evaluar la necesidad de modificar la tipificación de la figura penal del Cohecho prevista en el artículo 222, fracción II, del Código Penal Federal, en lo que se refiere al elemento de espontaneidad contenido en dicha norma, a la luz de lo previsto en el párrafo b) del artículo VI.I de la Convención (ver sección 3.2 del capítulo II de este informe).

En relación con este apartado, se formulan los siguientes argumentos:

Recomendación 5.2 de la Primera Ronda de Análisis “Continuar los esfuerzos de cooperación técnica con otros Estados Parte, sobre formas y medios más efectivos para prevenir, detectar, investigar y sancionar los actos de corrupción”:

Respecto a la participación en los intercambios de cooperación técnica con los Estados Parte en el año 2007, es menester destacar que la Procuraduría General de la República ha participado en los siguientes foros internacionales orientados a incrementar la cooperación internacional para el combate a la corrupción:

	
	REUNIÓN
	LUGAR Y FECHA

	1.
	V Foro Global contra la Corrupción y Salvagurda de la Integridad
	Johannesburgo, Sudáfrica                               2 al 5 de abril

	2.
	Undécima Reunión Ordinaria del Comité de Expertos del MESICIC
	Washington, D.C.

25 al 30 de junio

	3.
	Taller de Formación de capacidades sobre combate a la corrupción relacionada con lavado de dinero
	Bangkok, Tailandia      
 20 al 22 de agosto


-2-

	4.
	Grupo de Trabajo Intergubernamental de composición abierta sobre Recuperación de Activos
	Viena, Austria,                      del 27 al 28 de agosto,

	5.
	Grupo de Trabajo Intergubernamental de Expertos de composición abierta sobre el Examen de la Aplicación de la CNUCC
	Viena, Austria,              del 29 al 31 de agosto

	6.
	"10a Reunión del Grupo  de Dirección del Banco Asiático de Desarrollo-OCDE que discutirá la Iniciativa Anticorrupción para Asia y el Pacífico" y "Seminario Regional Making International Anti-corruption Standars Operational: Asset Recovery and Mutual Legal Assistance.
	Bali, Indonesia            
 3 al 7 de septiembre

	7.
	Seminario Lucha contra la corrupción. Especialización en el tratamiento de la corrupción en la Administración de Justicia. Fiscalías Especializadas. Equipos Multidisciplinares, organizado por la AECI.


	La Antigua, Guatemala,

24 al 28 de septiembre

	8.
	Reunión del Grupo de Trabajo sobre Cohecho (GTC) sobre la Fase II de Evaluación de Chile, en el marco de la Convención para Combatir el Cohecho de Servidores Públicos Extranjeros de la OCDE
	París, Francia              
8 al 11 de octubre

	9.
	Reporte Oral sobre las recomendaciones del Grupo de Trabajo de Cohecho (GTC) respecto a la Convención para Combatir el Cohecho de Servidores Públicos Extranjeros de la OCDE
	París, Francia            del 9 al 11 de octubre

	10.
	21a Reunión del Grupo de Expertos en Corrupción (IGEC)
	Lyon, Francia                                   23 al 25 de octubre

	11.
	Conferencia  titulada "La lucha contra la corrupción de alto nivel es una responsabilidad internacional común: fortalecimiento de los mecanismos de cooperación en la comunidad económica Asia-Pacífico".
	Lima, Perú                       29 al 31 de octubre


Eventos pendientes en materia de corrupción

	
	REUNIÓN
	LUGAR Y FECHA

	1.
	Conferencia de Alto Nivel para celebrar el 10o Aniversario de la Convención para combatir el Cohecho de Servidores Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales, de la OCDE.
	Roma, Italia                  21 de noviembre

	2.
	2a Conferencia Anual y Runión General de la IAACA
	Bali, Indonesia,  
21 al 24 de noviembre

	3.
	XII Reunión del Comité de Expertos del MESICIC
	Washington, D.C.

3 al 8 de diciembre


De manera general, el objetivo de las precitadas reuniones fue intercambiar información sobre las estrategias que otros países emplean para el combate a la corrupción, así como las herramientas que utilizan para implementar a su legislación nacional los convenios internacionales aplicables en la materia.

Recomendación 7.2 de la Primera Ronda de Análisis “Seleccionar y desarrollar procedimientos e indicadores que permitan verificar el seguimiento de las recomendaciones establecidas en el presente informe…”:

De la lectura del informe se desprende que México ha reportado, que ya cuenta con diversos indicadores para verificar el seguimiento de las recomendaciones del MESICIC; bajo este criterio esta Institución continuaría aprovechando las sinergias de los mismos, con la finalidad de no duplicar esfuerzos.

Recomendaciones 2 y 3 de la Segunda Ronda de Análisis:

Respecto de la recomendación 2 relativa a “Sistemas para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción”, es importante mencionar que en este momento sólo se cuentan con normas procesales que se ocupan de las víctimas y ofendidos, pero no de terceros que hagan del conocimiento del Ministerio Público la noticia criminosa, así como con legislación específica en materia de delincuencia organizada.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece como derecho de las víctimas, el solicitar las medidas y providencias que prevea la ley para su seguridad y auxilio (artículo 20, inciso B, fracción VI).

El Código Federal de Procedimientos Penales faculta al Ministerio Público a dictar las medidas y providencias necesarias para otorgar seguridad y auxilio a las víctimas (artículo 2, fracción V).

La Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, prevé la protección y apoyo para toda persona que por su intervención en un procedimiento penal sobre delitos a que se refiere la Ley, así se requiera; de lo que se deduce, que tratándose de alguno de los delitos que se comprenden en la denominación corrupción (cohecho, peculado, ejercicio indebido del servicio público, tráfico de influencias, enriquecimiento ilícito, etc.), sólo se recibirá la protección y apoyo si existe conexidad con el delito de delincuencia organizada que se investiga o es materia de proceso, de lo contrario no opera la protección (artículo 34).
La protección incluye la reserva de identidad durante la etapa de averiguación previa, de conformidad con el artículo 14 de la precitada ley, pero la reserva de identidad circunscribe a los testigos; en este sentido, no se brindará protección a los denunciantes que no les consten personalmente los hechos.

Del análisis anterior, se desprende que la normatividad vigente en nuestro país, no ampara a los denunciantes si estos no son a la vez víctimas o testigos del delito.

Por otra parte, las formas de protección que se contemplan consisten en la seguridad personal y auxilio a las víctimas, no tiene el alcance de proteger los derechos laborales.

En este orden de ideas, si bien es cierto que la protección de denunciantes y funcionarios no requiere una descripción típica por ser las medidas de naturaleza procesal, y por ende, no serían necesarias normas de derecho interno para otorgar protección a los denunciantes y funcionarios que intervengan en procedimientos instruidos en contra de servidores públicos corruptos, siempre y cuando las medidas que se adopten no vulneren el derecho de defensa (por ejemplo, la reserva de identidad, no es posible durante el proceso porque el artículo 20, Apartado A, fracción III de la Constitución, establece como derecho fundamental del procesado que, …“se le hará saber en audiencia pública, y dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a su consignación a la justicia, el nombre de su acusador y la naturaleza y causa de la acusación, a fin de que conozca bien el hecho punible que se le atribuye y pueda contestar el cargo…”).
Por lo que hace a la recomendación 3¸ relativa a “Evaluar la necesidad de modificar la figura penal de cohecho prevista en el artículo 222, fracción II, del Código Penal Federal, en lo que se refiere al elemento de espontaneidad…”, me permito comunicarle que, esta Dependencia estima innecesario realizar dicha modificación al Código Penal Federal (CPF), toda vez que en el supuesto de que el elemento de espontaneidad en la figura penal del cohecho obstaculizara la configuración del delito por cuanto se refiere a la persona que entregó el dinero o la dádiva a requerimiento, su conducta no quedaría impune conforme lo previsto en el artículo 212, último párrafo, del CPF, que a la letra establece lo siguiente:

“Artículo 212…

Se impondrán las mismas sanciones previstas para el delito de que se trate a cualquier persona que participe en la perpetración de alguno de los delitos previstos en este Título o el subsecuente.”

4. RECOMENDACIONES GENERALES

Con base en los análisis y los aportes realizados a lo largo de este informe, el Comité sugiere que México considere las siguientes recomendaciones:

4.1. Diseñar e implementar, cuando corresponda, programas de capacitación de los servidores públicos responsables de la aplicación de los sistemas, normas, medidas y mecanismos considerados en el presente informe, con el objeto de garantizar su adecuado conocimiento, manejo y aplicación.

4.2. Seleccionar y desarrollar procedimientos e indicadores, cuando sea apropiado y cuando ellos no existan aún, para analizar los resultados de los sistemas, normas, medidas y mecanismos considerados en el presente informe, y para verificar el seguimiento de las recomendaciones formuladas en el mismo (ver secciones 1.1.3. y 1.2.3. del capítulo II de este informe).

4.3. Diseñar e implementar campañas de concientización en materia de transparencia, dirigidos a la ciudadanía y a quienes participen en actividades políticas, en relación con los temas a que se refiere el presente informe.

Acciones realizadas por la Secretaría de la Función Pública:
En lo que corresponde a la recomendación 4.1 se reporta lo siguiente: 
La Dirección General de Ingreso, Capacitación y Certificación de la SFP, en el año ha realizado reuniones de las redes de servidores públicos responsables de los diversos subsistemas para fines de difusión, asimismo, se les ha involucrado en la definición de las nuevas disposiciones. De igual manera, se han capacitado a los Órganos Internos de Control, que fungen como representantes de la Secretaría de la Función Pública en los Comités Técnicos de Profesionalización y de Selección. Está por concluir el proceso de adquisición de la elaboración de un curso mediante CD-ROM sobre las características más sobresalientes de cada subsistema.

Por otra parte, la Subsecretaría de Atención Ciudadana y Normatividad coordina 26 de los 84 cursos de capacitación contemplados en el programa Anual de Capacitación de Órganos de Vigilancia y Control 2007. Entre 2000 y 2007 ha acumulado un total de 1,942 cursos con la participación de 51, 252 servidores públicos. 
Cursos coordinados por la SACN, 2000-2007

	Año
	Cursos impartidos
	Servidores públicos
	Asistencia promedio

	2000
	152
	3,146
	20.7

	2001
	154
	3,434
	22.3

	2002
	204
	4,976
	24.4

	2003
	187
	5,256
	28.1

	2004
	467
	19,401
	41.5

	2005
	423
	4,357
	10.3

	2006
	258
	8,017
	31.1

	2007*
	97
	2,667
	27.5

	Total
	1,942
	51,254
	26.4


*Información enero-septiembre

En lo que corresponde a la recomendación 4.2 se reporta lo siguiente:

Actualmente, con la coordinación de la Dirección General de Evaluación de Sistemas de Profesionalización, se están revisando los indicadores utilizados para medir los avances del Servicio Profesional de Carrera, con apego a las nuevas disposiciones.
Acciones realizadas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación:
Antecedentes
A partir de la publicación de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, se comenzó a redactar el marco normativo aplicable a la Suprema Corte como sujeto obligado de la ley, el cual ha evolucionado de manera satisfactoria ampliando el derecho de los gobernados para solicitar información a esta institución.

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, determinó los órganos, criterios y procedimientos institucionales para la transparencia y el acceso a la información pública, mediante el Acuerdo 9/2003. Asimismo, el 2 de junio de ese mismo año se expidieron los “Lineamientos de la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información Pública de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativos a la organización, catalogación, clasificación y conservación de la documentación de este Alto Tribunal”, con el objeto de regular de manera específica algunas cuestiones establecidas en el Acuerdo citado, además de ser congruente con los objetivos de la Ley, entre los cuales destaca el mejorar la organización, clasificación y manejo de documentos.

Para tal efecto se crearon órganos de transparencia tales como la Comisión para la Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, el Comité de Acceso a la Información, la Unidad de Enlace y diversos Módulos de Acceso a la Información.

Hasta el momento se han instalado 46 Módulos de Acceso a la Información en el interior del país, con lo que se tiene cobertura en los 31 estados de la República y el Distrito Federal para recibir solicitudes de información y dar respuesta a las mismas, entregado la información requerida por los particulares, y se pretende, en breve plazo, instalar más Módulos en las principales ciudades del país.

Con base en la experiencia obtenida en la aplicación de estas normas, en diciembre de 2003 se emite el Acuerdo 13/2003, el cual modificó al diverso 9/2003, estableciendo criterios para facilitar aún más el acceso a los expedientes y resoluciones, considerados como la información requerida con mayor frecuencia.

Derivado de una evaluación del derecho a la información regulado por la Ley descrita con anterioridad, así como del interés de las personas y medios de comunicación por la actividad realizada en el Poder Judicial de la Federación, los Plenos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal consideraron conveniente emitir un Reglamento conjunto basado en el principio de publicidad de la información, consagrado en el artículo 6 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, tomando en cuenta que en dicho Reglamento no se establecieran mayores restricciones para el acceso a la información, que las determinadas por la Ley.

El Reglamento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal para la aplicación de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, es un ordenamiento innovador sobre esta materia, ya que contempla entre otras disposiciones las siguientes:

· Existen dos tipos de procedimientos para acceder a la información: el denominado sumario y el llamado ordinario. En el primero, el peticionario obtiene la información el mismo día en que la solicita, mientras que en el segundo, el solicitante obtiene una respuesta a su petición en 15 días hábiles, lo que representa 5 días hábiles menos que los contemplados por la Ley de la materia, además que ésta no contempla el procedimiento sumario, que implica que si la información solicitada es de la competencia de la Suprema Corte y está disponible en medios impresos o electrónicos de acceso público, el personal del módulo de acceso facilitará al solicitante su consulta física y, de requerir copia impresa o electrónica, una vez enterada la respectiva cuota de acceso, ésta se le entregará a la brevedad.

· Acceso inmediato a todos los acuerdos y resoluciones dictados por los órganos del Poder judicial de la Federación, sin necesidad de esperar  a que se emita la sentencia definitiva.

· Consulta física de los expedientes en el local donde se encuentren, sin más restricción que las necesarias para su conservación.

· Publicación y actualización de la información, de manera permanente y oportuna, en el portal de este Alto Tribunal en Internet.

Acciones
Debido a la facilidad de acceso que ha propiciado el Reglamento de referencia, se han recibido 166,420 solicitudes de información en el periodo comprendido entre el 12 de junio de 2003 al 15 de octubre de 2007, es decir, se reciben 171 solicitudes diarias, otorgando acceso total a la información en el 99.95% de las ocasiones, o sea, se realiza la entrega de la información requerida a 21 peticionarios cada hora.

Para tal efecto, se automatizaron los procedimientos de Acceso a la Información mediante la implementación de una aplicación tecnológica innovadora en la materia denominada Acceso Sistematizado a la Información (ASI), la cual responde a dos necesidades fundamentales. La primera, permitir a las personas realizar peticiones de información a través de Internet. La segunda, mejorar los trámites internos de gestión de la información solicitada. 

Beneficios para el usuario:

· Le permite dar seguimiento en línea al estado que guarden sus peticiones en la Suprema Corte.
· Le otorga la posibilidad de recibir la información solicitada a través del portal de Internet y consultar el resultado y las respuestas a las peticiones e información pública entregada a otras personas.

· Garantiza la obtención de información a través de una solicitud específica que realicen las personas

· Facilita la búsqueda y obtención de información de manera directa mediante este sistema. 

Se renovó el portal de Internet de este Alto Tribunal, otorgándole un nuevo diseño y modificándose la estructura de la información en él contenida, lo cual genera los beneficios siguientes:

· Atraer a un mayor número de usuarios de la página de Internet, con el objeto de que conozcan las actividades que se realizan en este Alto Tribunal, lo que además fortalece la democracia sustantiva y el Estado de Derecho.

· Facilitar el acceso a la información a través de la página de Internet, mediante un sistema sencillo y eficaz, por lo que la Suprema Corte robustece su imagen de transparencia y genera condiciones óptimas para que los ciudadanos ejerzan su derecho a la información.

· Dar cumplimiento a las obligaciones legales de publicidad de la información a través de este medio electrónico, consolidándolo como una herramienta efectiva para difundir la misma. 

· Reflejar a los usuarios una imagen moderna de organización, vocación de servicio y profesionalismo. 

Asimismo, se realiza la actualización constante y permanente de la información publicada en dicho medio electrónico de consulta pública, contando para dicho fin con un marco normativo específico en la materia.

Por lo que hace al fortalecimiento de la cultura de la transparencia y rendición de cuentas, así como la promoción del ejercicio del derecho a la información, se han desarrollado diversos eventos entre los que destacan los siguientes:

· Ciclo de conferencias denominado “A un año de la expedición del Reglamento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal en materia de Transparencia y Acceso a la Información”.

· Primer Seminario Internacional de “Acceso a la Información Judicial y Nuevas Tecnologías”.

· Segundo Seminario Internacional de “Acceso a la Información Judicial en el Derecho Constitucional Comparado”.

· Curso sobre “Transparencia y Combate a la Corrupción, el Papel de la Comunidad Jurídica”, organizado en colaboración con la Secretaría de la Función Pública.

· Curso sobre “Transparencia, Combate a la Corrupción y Estado de Derecho”, organizado en colaboración con la Secretaría de la Función Pública.

· Primer ciclo de pláticas sobre “Protección de Datos Personales”.

· Segundo ciclo de pláticas sobre “Protección de Datos Personales y elaboración de versiones públicas respecto de la información contenida en documentos de carácter gubernamental”.

· A finales del mes de noviembre del año en curso, se desarrollará la tercera edición del Curso sobre “Transparencia, Combate a la Corrupción y Cultura de la Legalidad”, organizado, en esta ocasión, en colaboración con el Instituto Federal de Acceso a la Información Pública, la Secretaría de la Función Pública y la Procuraduría General de la República.

En lo relativo a publicaciones en esta materia se han elaborado las siguientes:

· Tres ediciones de la Obra denominada “Compilación de normas y criterios en materia de Transparencia y Acceso a la Información Pública de la Suprema Corte de Justicia de la Nación”.

· Tres ediciones del “Folleto de Transparencia”.

· Dos ediciones del tríptico relativo a “los servicios proporcionados por los Módulos de Acceso a la Información”.

· El tríptico relativo a “la ubicación y demás datos de contacto de los Módulos de Acceso a la Información”.

Se instaló el Canal Judicial que tiene como objetivo difundir de manera directa, transparente y sin intermediarios, el quehacer de los distintos órganos que conforman el Poder Judicial de la Federación, contribuyendo al fortalecimiento y renovación de la cultura jurídica en el país, dando a conocer la actividades que realizan los miembros del Poder Judicial de la Federación, transmitiendo incluso las sesiones donde se discuten y resuelven los asuntos de carácter jurídico más importantes del país. 

Se publican las versiones estenográficas relativas a las sesiones del Pleno en Internet, el mismo día en que se lleva a cabo la deliberación de los asuntos sometidos a consideración del citado órgano; dichas versiones son instrumentos en los que queda plasmada toda la discusión de los asuntos y el sentido de la resolución de los mismos. 

ACCIONES RECIENTES REALIZADAS POR MÉXICO EN LA LUCHA CONTRA LA CORRUPCIÓN (Junio a Octubre de 2007)

Recomendaciones formuladas a México en el marco del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción (MESICIC)

SELECCIONADAS EN LA PRIMERA RONDA 
A. COOPERACIÓN DE LAS AUTORIDADES DEL ORDEN FEDERAL CON LAS AUTORIDADES DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS

Recomendación:

“…el Comité recomienda que el país analizado considere que las autoridades del orden federal promuevan con las autoridades de las Entidades Federativas, los mecanismos pertinentes de cooperación para obtener información sobre los temas correspondientes a la Convención en el ámbito del gobierno de las mismas y presten asistencia técnica para la efectiva implementación de la Convención.”

La respuesta a esta recomendación ya ha sido señalada en la recomendación A de la Segunda Ronda de Análisis.
B. RECOMENDACIONES EN EL ORDEN FEDERAL

1. NORMAS DE CONDUCTA Y MECANISMOS PARA HACER EFECTIVO SU CUMPLIMIENTO (ARTÍCULO III, PÁRRAFOS 1 y 2 DE LA CONVENCIÓN)

1.1. Normas de conducta orientadas a prevenir conflictos de intereses y mecanismos para hacer efectivo su cumplimiento

Recomendación:

Fortalecer la implementación de normas jurídicas y códigos de conducta con respecto a los conflictos de intereses.

· Medidas sugeridas por el Comité:

a. Promover con base en el Código de Ética de los Servidores Públicos de la Administración Pública Federal que cada una de las dependencias y entidades de la administración Pública Federal elabore y emita un Código de Conducta específico que delimite la actuación de sus servidores públicos en situaciones concretas, atendiendo a las funciones y actividades propias de cada institución, tal y como lo disponen las normas pertinentes (ver sección 1.1.2 del capítulo II de este informe.

b. Capacitar a los servidores públicos en relación con las normas de conducta y los mecanismos para prevenir conflictos de intereses, y realizar la divulgación masiva de las mismas.

Acciones realizadas por la Secretaría de la Función Pública:
En lo que corresponde al inciso “b” se reporta lo siguiente:

En el periodo de junio a octubre de 2007, la Subsecretaría de Atención Ciudadana y Normatividad de la SFP impartió un total de 135 cursos de capacitación en relación con las normas de conducta y mecanismos para prevenir conflictos de interés. En dichos cursos se contó con la participación de 4,558 servidores públicos. 
1.2. Normas de conducta y mecanismos para asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos

Recomendación:

Fortalecer la implementación de normas jurídicas y códigos de conducta con respecto a la preservación y el uso adecuado de los recursos públicos.

· Medidas sugeridas por el Comité:

a. Promover con base en el Código de Ética de los Servidores Públicos de la Administración Pública Federal que cada una de las dependencias y entidades de la administración Pública Federal elabore y emita un Código de Conducta específico que delimite la actuación de sus servidores públicos en situaciones concretas, atendiendo a las funciones y actividades propias de cada institución, tal y como lo disponen las normas pertinentes (ver sección 1.1.2 del capítulo II de este informe).

b. Difundir las disposiciones relacionadas con la preservación y el uso adecuado de los recursos públicos.

Acciones realizadas por la Secretaría de la Función Pública:

En lo que corresponde al inciso “b” se reporta lo siguiente:

A la fecha, el Gobierno Federal cuenta con dos mecanismos para difundir la normatividad vigente y compilada:

· la Normateca Federal, que es un repositorio de todo el marco normativo relacionado al ejercicio y aprovechamiento de los recursos públicos aplicable a todas las dependencias y entidades del Gobierno Federal, cabe señalar que su contenido está a cargo del segundo nivel jerárquico en cada institución, y

· las Normatecas Internas en 104 instituciones que son repositorios de disposiciones relacionadas a la operación y funcionamiento interno, así como de los códigos de conducta, ambos de observancia obligatoria por todos los servidores públicos, garantizando una adecuada difusión y certidumbre jurídica.
1.3. Medidas y sistemas que exijan a los funcionarios públicos informar a las autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento

Recomendación:

Fortalecer los mecanismos con los que cuenta México para exigir a los funcionarios públicos denunciar a las autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento.

· Medidas sugeridas por el Comité:

a. Promover con base en el Código de Ética de los Servidores Públicos de la Administración Pública Federal que cada una de las dependencias y entidades de la administración Pública Federal elabore y emita un Código de Conducta específico que delimite la actuación de sus servidores públicos en situaciones concretas, atendiendo a las funciones y actividades propias de cada institución, tal y como lo disponen las normas pertinentes (ver sección 1.3.2 del capítulo II de este informe).

b. Difundir las disposiciones relacionadas con las medidas y sistemas que exijan a los funcionarios públicos informar a las autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento.

c. Adoptar e implementar medidas de protección para los servidores públicos que denuncien actos de corrupción, de tal manera que los mismos encuentren garantías frente a las amenazas o retaliaciones de las que puedan ser objeto como consecuencia del cumplimiento de esta obligación.

Acciones realizadas por la Procuraduría General de la República:

A nivel penal cuando un servidor público tiene conocimiento de un hecho de naturaleza delictiva (no exclusivamente actos de corrupción) tiene la obligación de denunciarlo, así el artículo 117 del Código Federal de Procedimientos Penales textualmente dispone:

“Artículo 117.- Toda persona que en ejercicio de funciones públicas tenga conocimiento de la probable existencia de un delito que deba perseguirse de oficio, está obligada a participarlo inmediatamente al Ministerio Público, trasmitiéndole todos los datos que tuviere, poniendo a su disposición, desde luego, a los inculpados, si hubieren sido detenidos.”

Acciones realizadas por la Secretaría de la Función Pública:

En lo que corresponde al inciso “b” se reporta lo siguiente:

A principios de septiembre de 2007, La Unidad de Vinculación para la Transparencia elaboró e imprimió un tiraje de 5,000 ejemplares del Cartel de Denuncia (dirigido a Servidores Públicos), mediante el cual se difunde la obligación de todos los servidores públicos de que cumplan con su deber de denunciar el cohecho nacional y transnacional de conformidad con el artículo 117 del Código Federal de Procedimientos Penales (CFPP) y demás disposiciones similares de las entidades federativas del país. Dicho cartel fue distribuido por la Comisión Intersecretarial para la Transparencia y el Combate a la Corrupción en la Administración Pública Federal, para su colocación en 238 dependencias e instituciones de la Administración Pública Federal. 
Durante los meses de septiembre y octubre de 2007, se difundió en dos ocasiones, la versión electrónica del Cartel de Denuncia, entre los servidores públicos de las 238 dependencias e instituciones de la Administración Pública Federal que cuentan con correo electrónico.

A principios de septiembre de 2007, se incluyó en la página web de la SFP el micrositio sobre convenciones internacionales anticorrupción de las que México forma parte. Esta iniciativa consistió en rediseñar los tres micrositios que se tenían (sobre la Convención Anti-cohecho de la OCDE, la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción y la Convención Interamericana contra la Corrupción de la OEA) en uno solo. En este micrositio se incluye un apartado específico sobre los canales de denuncia de actos de corrupción. La consulta se puede hacer en: www.funcionpublica.gob.mx
Por otra parte, durante los meses de septiembre y octubre de 2007, la Secretaría de Relaciones Exteriores difundió el Cartel de Denuncia (dirigido a Servidores Públicos) tanto en su versión física como electrónica, entre las representaciones de México en el exterior.
En lo que corresponde al inciso “c” se reporta lo siguiente:

Las acciones y avances relacionados con este inciso han sido señaladas en la Recomendación 2, de la Segunda Ronda de Análisis, referente a los sistemas para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción.

Por otra parte, la Dirección General de Responsabilidades y Situación Patrimonial, así como los Órganos Internos de Control de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal han estado atentos en el seguimiento de las quejas o denuncias presentadas por servidores públicos que han denunciado actos de corrupción.

Asimismo, en las capacitaciones que realiza la Dirección General de Responsabilidades y Situación Patrimonial se insta a los servidores públicos a denunciar actos de corrupción que observen en los lugares en que se encuentran adscritos, además se indica a los Órganos Internos de Control que en las quejas o denuncias presentadas por servidores públicos que señalan actos de corrupción, éstos deben ser sensibles a la problemática que se expone y en la medida de sus posibilidades orientar a los denunciantes y quejosos de los pasos que se seguirán para la investigación de los hechos presumiblemente irregulares. 
2. SISTEMAS PARA LA DECLARACIÓN DE LOS INGRESOS, ACTIVOS Y PASIVOS (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 4 DE LA CONVENCIÓN)

Recomendación:

Fortalecer los sistemas para la declaración de los ingresos, activos y pasivos.

· Medidas sugeridas por el Comité:

a. Fortalecer las previsiones relativas a la verificación del contenido de las declaraciones de situación patrimonial por parte de la autoridad competente, establecidas en la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos (LFRASP), de tal manera que se pueda contar con sistemas que permitan impulsar y efectuar oportunamente dicha verificación (ver sección 2.2. del capítulo II de este informe).

b. Regular las condiciones, procedimientos y demás aspectos que sean procedentes en relación con la publicidad, cuando corresponda, de las declaraciones patrimoniales, ingresos, activos y pasivos, con sujeción a la Constitución y a los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico.

c. Fortalecer los planes de verificación y análisis de las declaraciones de situación patrimonial que se presentan.

d. Optimizar los sistemas de análisis del contenido de las declaraciones de situación patrimonial, con el objeto de fortalecerlos como herramienta útil para la detección de posibles casos de enriquecimiento ilícito, y cuando corresponda, de conflictos de intereses.

e. Continuar con las campañas de concientización al funcionario público sobre el deber legal y ético de consignar datos verdaderos en su declaración de situación patrimonial.

Acciones realizadas por la Secretaría de la Función Pública:

En lo que corresponde al inciso “a” se reporta lo siguiente:

Entre las acciones que se han realizado de junio a octubre de 2007 para desarrollar este tema, la Dirección General de Responsabilidades y Situación Patrimonial, a través de la Dirección General Adjunta de Verificación y Evolución Patrimonial en forma conjunta con la Coordinación de Informática de la Subsecretaría de Atención Ciudadana y Normatividad trabajan en los últimos detalles para la liberación del denominado “Sistema de Evolución Patrimonial”.

Este Sistema de carácter informático cuenta con las siguientes ventajas: las Declaraciones de Situación Patrimonial de 2002 en adelante, se cargaran en forma inmediata a la base de datos, evitando la captura de los datos asentados de los servidores públicos investigados respecto de su patrimonio en forma manual; asimismo, dicho instrumento informático permite elaborar un primer análisis basado en las Declaraciones de Situación Patrimonial, lo que arrojará datos de aquellos servidores públicos a los que se les detecte incongruencias en su patrimonio.

En este sentido, la Dirección General Adjunta de Verificación y Evolución Patrimonial iniciará investigaciones en materia de evolución patrimonial de aquellos servidores públicos que fundamentalmente se encuentren en áreas sensibles a la corrupción.
En lo que corresponde al inciso “b” se reporta lo siguiente:
De conformidad con lo previsto en el párrafo tercero del artículo 40 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos “La publicitación de la información relativa a la situación patrimonial, se hará siempre y cuando se cuente con la autorización previa y específica del servidor público de que se trate.”

Al respecto, continuando con las acciones de sensibilización orientadas a que los servidores públicos de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal publiciten su información patrimonial, la Dirección General Adjunta de Registro Patrimonial y de Servidores Públicos Sancionados, de manera cotidiana los insta a que autoricen la publicación de su patrimonio, señalando que la transparencia es fundamental en el desarrollo de la actividad pública.

De igual forma, en la atención de las consultas formuladas en relación al llenado de la Declaración de Situación Patrimonial, se exhorta a los solicitantes para que publiciten su información patrimonial.

En lo que corresponde al inciso “c” se reporta lo siguiente:
En este sentido, es conveniente destacar que para fortalecer el análisis de los expedientes de evolución patrimonial, de acuerdo con el Programa denominado “Cadenas de Valor”, la Dirección General Adjunta de Verificación y Evolución Patrimonial ha ordenado de manera diferente las actuaciones de sus expedientes, lo que permite tener un mejor control de la información y una consulta fácil y sencilla del mismo.

Además, los expedientes en materia de evolución patrimonial que cuentan con elementos que permiten presumir un aumento notorio o sustancial del servidor público sujeto a investigación, antes de citarlo para que aclare las incongruencias detectadas en su patrimonio es analizado por la Dirección General Adjunta de Asuntos Penales de la Unidad de Asuntos Jurídicos, con el propósito de fortalecer las observaciones detectadas.

En lo que corresponde al inciso “d” se reporta lo siguiente:
En virtud de la respuesta otorgada a los incisos “a” y “c”, se considera como atendida este punto.

En lo que corresponde al inciso “e” se reporta lo siguiente:
La Dirección General de Responsabilidades y Situación Patrimonial, a través de las consultas telefónicas, por Internet y de manera personal ha continuado con la promoción para que los servidores públicos en sus Declaraciones de Situación Patrimonial que presenten, señalen con veracidad la información que se les solicita.
Se ha adoptado como una medida preventiva –para combatir esta situación-, la orientación a los servidores públicos, asesorándolos en cómo deben llenar sus declaraciones, en qué documentos deben contar para la elaboración de las mismas, y manifestándoles que el llenado de la Declaración de Situación Patrimonial debe ser veraz y basado en información fidedigna y no con datos tomados de su memoria o de forma incierta.

3. ÓRGANOS DE CONTROL SUPERIOR EN RELACIÓN CON LAS DISPOSICIONES SELECCIONADAS (ARTÍCULO III, PÁRRAFOS 1, 2, 4 y 11 DE LA CONVENCIÓN)

Recomendación:

“… el Comité sugiere que México considere continuar con la coordinación entre sus órganos de control superior, en lo concerniente a las funciones que desarrolla en relación con el control del efectivo cumplimiento de las disposiciones previstas en los numerales 1, 2, 4 y 11 de la Convención, con el objeto de asegurar la eficacia de dicho control y de los mecanismos que permiten la coordinación institucional de sus acciones y contar con una continua evaluación y seguimiento de las mismas.”

Acciones realizadas por la Secretaría de la Función Pública:

Derivado de la revisión de la Cuenta Pública 2005 e IAGF 2006 por parte de la Auditoría Superior de la Federación (ASF) a las dependencias y entidades del Gobierno Federal, se notificaron un total de 2,117 acciones, de las cuales al mes de septiembre de 2007 se han solventado 1,544, así como 228 de las cuentas públicas de 2002 a 2004 e IAGF 2005; lo que da por resultado un saldo al 30 de septiembre del presente año de 652 acciones en proceso de solventación, es decir, un avance en la solventación del 72.9% y 74.3% respectivamente.

Lo anterior, se debe a dos factores fundamentales: el primero, al cumplimiento del Convenio de Cooperación Técnica e Intercambio de Información, así como su anexo técnico firmado por la Secretaría de la Función Pública (SFP) y la ASF en el mes de marzo de 2007; y el segundo, al acercamiento promovido por parte de la SFP en el marco del referido convenio, a través de la Unidad de Control y Evaluación de la Gestión Pública, de tal forma que en el periodo de mayo a octubre de 2007, se han llevado a cabo reuniones de trabajo entre las instituciones auditadas del Gobierno Federal, la ASF y los órganos internos de control, para precisar la información y documentación necesaria para su solventación, destacando las realizadas con 8 instituciones que en su conjunto presentan acciones equivalentes al 31.9% de las 652 acciones en proceso de la APF.

4. MECANISMOS PARA ESTIMULAR LA PARTICIPACIÓN DE LA SOCIEDAD CIVIL Y DE LAS ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES EN LOS ESFUERZOS DESTINADOS A PREVENIR LA CORRUPCIÓN (ARTICULO III, PÁRRAFO 11, DE LA CONVENCIÓN)

4.1. Mecanismos de participación en general

En la presente sección no se consideraron recomendaciones por parte del Comité

4.2. Mecanismos para el Acceso a la Información

Recomendación:

Fortalecer los mecanismos para el acceso a la información pública.

· Medidas sugeridas por el Comité:

a. Continuar con los esfuerzos tendientes a asegurar que las dependencias y entidades que de acuerdo con las normas sobre derecho a la información pública están obligadas a hacerlo, publiquen en sus portales en Internet la información que de conformidad con dichas disposiciones debe aparecer en tales portales (ver sección 4.2.3. del capítulo II de este informe).

b. Continuar impulsando, con sujeción a la autonomía de los gobiernos locales y municipales, la adopción por parte de los Estados y Municipios que conforman la Unión, de legislación que garantice el acceso a la información pública.

c. Continuar implementando medidas tendientes a optimizar el sistema de archivos de las dependencias y entidades a las que se alude en la sección 4.2.3. del capítulo II de este informe, para facilitar el acceso a la información pública.

d. Continuar desarrollando programas de capacitación y difusión sobre los mecanismos para el acceso a la información pública, con el objeto de facilitar su comprensión por parte de los servidores públicos y de los ciudadanos y de optimizar la utilización de la tecnología disponible para tal efecto.

En cuanto al inciso “a” se reporta lo siguiente.

Acciones realizadas por la Secretaría de la Función Pública: La Unidad de Enlace promueve la actualización de la información de la Secretaría de la Función Pública que se difunde en el Portal de Obligaciones de Transparencia de la Administración Pública Federal; asegurándose que la información publicada cumpla con las disposiciones legales y reglamentarias aplicables, encontrándose la misma completa y actualizada.

Las acciones adicionales para promover en las dependencias y entidades la inclusión de información adicional en los sitios de Internet que resulte de interés de la ciudadanía, son realizadas por la Secretaría Ejecutiva de la Comisión Intersecretarial para la Transparencia y el combate a la Corrupción. 

Acciones realizadas por el Instituto Federal de Acceso a la Información Pública (IFAI): El IFAI puso en operación la nueva página electrónica “Portal de Obligaciones de Transparencia de la Administración Pública Federal” (POT), herramienta que permite a las personas ubicar en un mismo sitio de Internet la información de las 241 dependencias de la Administración Pública Federal que según el artículo 7 de la  Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental (LFTAIPG), se publica como obligaciones de transparencia. Entre la información accesible se encuentra la relacionada con licitaciones, contratos, manejo del presupuesto, salarios y prestaciones de funcionarios públicos, entre otros temas. El POT concentra y homologa la información, y comprende también herramientas para realizar búsquedas transversales, o bien, para acumular información por tema, sector, instituciones y con arreglo a otras variables relevantes.

Previo a la incorporación de las dependencias y entidades al portal, se tuvieron 17 eventos de capacitación, a 161 instituciones, se celebraron 141 reuniones con dependencias y entidades en las que se dio asesoría y se solventaron dudas acerca del POT. Para el 30 de octubre se tenía publicada en el portal la información de 238 instituciones, de las 241 obligadas y se registraron en la misma fecha alrededor de  4,000,000 consultas por parte de los usuarios.

En el mes de octubre, el Instituto Ash de la Universidad de Harvard publicó los 20 ganadores del premio para la Innovación en la Transformación Gubernamental y los sistemas electrónicos de acceso a la información, entre los reconocidos se señalan:
SISI: Sistema de Solicitudes de Información a la Administración Pública Federal Instituto Federal de Acceso a la Información Pública.
POT: Portal de Obligaciones de Transparencia.
INFOMEX: Es un instrumento que convierte cualquier ley en un sistema electrónico, materializándolo como una herramienta para la transparencia gubernamental: realizar solicitudes de acceso a información, así como interponer controversias legales en forma electrónica, en caso de repuestas negativas de la autoridad. INFOMEX es el nombre del sistema, al efecto se comenta que, originalmente se bautizó así porque al menos en español, inglés, italiano, portugués y francés transmite la misma idea: Información México. 

ZOOM: Buscador de Solicitudes de Información y Recursos de Revisión. Es una herramienta de búsqueda de las solicitudes de información que se han formulado al Gobierno Federal, de las respuestas que se han proporcionado, y de las resoluciones que el IFAI emite ante las inconformidades de los ciudadanos respecto a las respuestas que obtienen, además de los estudios y opiniones que apoyan dichas resoluciones. 

En cuanto al inciso “b” se reporta lo siguiente:
Acciones realizadas por el Instituto Federal de Acceso a la Información Pública: Con fecha del 20 de julio, el Presidente de la República, Lic. Felipe Calderón Hinojosa, publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se adiciona un segundo párrafo con siete fracciones al Artículo 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Así, el acceso a la información se convierte en una garantía individual de todos los mexicanos.

La reforma al artículo 6° constitucional impone una serie de condiciones universales, obligadas para todo gobierno y toda institución pública de México en materia de transparencia y acceso a la información. A partir de esta reforma, el ejercicio de gobierno y de la función pública estarán sujetos a criterios de apertura y de acceso a la información universal. La reforma constitucional establece que toda la información que generan los gobiernos y las instituciones públicas en el territorio nacional es por definición pública y que sólo por razones excepcionales podrá ser negada temporalmente. Lo que busca es que todas las leyes de transparencia en el país guarden coherencia y consistencia con esos criterios generales. La reforma constitucional elimina las restricciones para el acceso a la información y erige una institucionalidad que garantice el derecho en las 32 entidades federativas de la República y en la Federación; serán autoridades especializadas, autónomas, las que vigilen y protejan el debido ejercicio de este derecho, sujetándose al principio de máxima publicidad. Además, la reforma obliga al resguardo de los archivos públicos y a la publicación periódica de los resultados de la gestión de las instituciones públicas. La única excepción permanente y categórica a la publicidad es el respeto a la vida privada de los mexicanos.

En los artículos transitorios, se establece la obligación de reformar todas las leyes de transparencia de la República para ponerse en línea con los principios constitucionales, en un plazo no mayor a un año, a partir de la publicación. Igualmente, la Constitución otorga otro plazo no mayor a dos años para que todos los gobiernos federal, estatales y los municipales cuya población ascienda a 70 mil o más personas, instauren sistemas electrónicos para solicitar documentos y para interponer controversias en caso de negativas de acceso a la información pública.

En cuanto al inciso “c” se reporta lo siguiente:

Acciones realizadas por el Archivo General de la Nación: El Archivo General de la Nación durante los meses de junio a octubre de 2007 estableció acciones de apoyo interinstitucional para impartir 9 cursos en administración de documentos con un total de 830 capacitados.

Dentro del periodo señalado se realizaron dos reuniones:
· Reunión de Archivos del Norte de México con la participación de archivistas e investigadores de los estados de Baja California, Baja California Sur, Sinaloa, Sonora, Chihuahua, Tamaulipas, Nuevo León y Durango;

· La segunda reunión de carácter nacional contó con la asistencia de 350 archivistas, dentro del programa académico se impartieron los talleres: Sistema de Administración y Consejos prácticos para la digitalización de archivos históricos. www.agn.gob.mx 

Asimismo, se realizó la primera reunión de trabajo del Proyecto de Investigación Internacional en Documentos de archivo Auténticos Permanentes en Sistemas Electrónicos (InterPARES), TEAM MÉXICO para establecer los mecanismos de integración y propuestas de proyectos de investigación de archivos en formato digital, para preservar su autenticidad de los documentos de archivo creados y mantenidos en bases de datos y sistemas de administración de documentos.

Se remitieron a los Coordinadores de Archivos de la Administración Pública Federal, responsables de los archivos de los tres poderes estatales y municipales de las capitales, el  Boletín del Archivo General de la Nación, número 17. 

En el Registro Nacional de Archivos se inscribieron 201 archivos con un total de 1731.

Acciones realizadas por el Instituto Federal de Acceso a la Información Pública: Dentro del programa Diagnóstico de la situación actual de los archivos de las dependencias y entidades de la APF y un plan estratégico de mejoras, se tiene como objetivo obtener un diagnóstico de la situación actual de los archivos de la Administración Pública Federal. Se puede destacar como un acierto el grado de avance obtenido respecto a la meta anual establecida. En ese sentido, cabe señalar que se efectuó la invitación a las 241 dependencias y entidades de la APF para participar en el Seminario “Archivos Administrativos: Dinámica y Perspectivas”, foro que sirvió de marco para realizar la recolección de la información empírica que será el principal insumo para la elaboración del Diagnóstico.

Dentro del programa Capacitación en materia de clasificación, datos personales y archivos, por lo que hace a la capacitación brindada por la Dirección General de Clasificación y Datos Personales, es menester destacar que contribuyó a propiciar la debida aplicación de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, al proporcionar en favor de la Administración Pública Federal, los criterios adoptados por el Pleno de este Instituto, en relación con casos prácticos que permiten ejemplificar la adecuada interpretación de la normatividad aplicable, así como elementos que coadyuvan a facilitar el análisis de supuestos que se relacionan con el derecho de acceso a la información y la protección de datos personales .

En cuanto al inciso “d” se reporta lo siguiente:

Acciones realizadas por el Instituto Federal de Acceso a la Información Pública: Promoción y vinculación con la Sociedad organizada: Por iniciativa del IFAI, se establecieron nuevos contactos con 11 organismos de la sociedad organizada. El Instituto capacitó a 1,017 miembros de organismos sociales a través de talleres y conferencias sobre los alcances y funcionamiento de la LFTAIPG, del Sistema de Solicitudes de Información a la Administración Pública Federal (SISI) y de las demás vías de acceso a la información pública gubernamental. 
Con ese propósito, se firmó un Convenio General de Colaboración con la Confederación de las Uniones Sociales de Empresarios de México, A.C. dirigido al fortalecimiento de la cultura de la legalidad y la transparencia y se participó activamente en más de 36 eventos, entre talleres, conferencias, foros, seminarios y diversas reuniones de planeación y análisis, en el Distrito Federal y 9 entidades federativas del país. 

4.3. Mecanismos de consulta

Recomendación:

Complementar los mecanismos de consulta existentes, estableciendo procedimientos, cuando corresponda, que permitan la oportunidad de realizar consultas públicas con anterioridad al diseño de políticas públicas y a la aprobación final de disposiciones legales.

· Medida sugerida por el Comité:

Continuar con la consulta de sectores interesados de la sociedad civil y de las organizaciones no gubernamentales, en relación con el diseño de políticas públicas y la elaboración de proyectos de leyes, decretos o resoluciones en el ámbito del Poder Ejecutivo.

Acciones realizadas por la Comisión Federal de Mejora Regulatoria:
Se mantiene vigente el mecanismo de consulta plasmado en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, mediante el cual todos los anteproyectos de regulación que pretende emitir el Gobierno Federal y que deben ser revisados por la Comisión Federal de Mejora Regulatoria (COFEMER), deben ir acompañados de una justificación jurídica y económica, denominada Manifestación de Impacto Regulatorio (MIR). Durante el proceso de revisión, todos los anteproyectos están disponibles en Internet por al menos 20 días hábiles para que cualquier interesado emita comentarios para fines de transparencia y consulta pública. La COFEMER, por disposición de ley, debe tomar en consideración los comentarios que reciba para la confección de sus dictámenes.

En el marco del Consejo Federal para la Mejora Regulatoria (CFMR), mediante el Comité Ejecutivo y los grupos técnicos de trabajo, el Gobierno Federal ha mantenido su compromiso de consultar permanentemente al sector privado a lo largo del proceso de implementación de las acciones en materia de mejora regulatoria. Específicamente se integró la propuesta de Programas Bienales de Mejora Regulatoria (PBMR) 2007-2009. El 31 de octubre de 2007 se llevó a cabo la XIII Reunión del CFMR, presidida por el C. Secretario de Economía, con la asistencia de representantes del gobierno federal, de las cúpulas empresariales y de instituciones académicas, en la cual se dieron a conocer las nuevas acciones en materia de competitividad y mejora regulatoria que se tiene contemplado impulsar mediante los PBMR 2007-2009. En dicha reunión, también se anunciaron los avances del proyecto denominado “Dragado Regulatorio”, que contará con el apoyo técnico de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, mismo que implicará la evaluación de leyes y reglamentos vigentes en sectores prioritarios y el desarrollo de alternativas que disminuyan o eliminen los efectos negativos para la competencia y mejoren los marcos regulatorios existentes para alcanzar una mayor productividad y competitividad (este proyecto es liderado por la Secretaría de Economía, tendrá dos Grupos Técnicos de Expertos encabezados por la COFEMER y la Comisión Federal de Competencia y se apoyará con Grupos Consultivos de Alto Nivel conformados por dependencias gubernamentales, el poder legislativo, gobiernos estatales y municipales, el sector privado y el sector académico).

4.4 Mecanismos para estimular la participación en la gestión pública

Recomendación:

Fortalecer y continuar implementando mecanismos que alienten a las organizaciones de la sociedad civil y no gubernamentales a participar en la gestión pública.

· Medidas sugeridas por el Comité:

a. Continuar en la adopción de mecanismos que fortalezcan la participación de las organizaciones de la sociedad civil y no gubernamentales en los esfuerzos para prevenir la corrupción.

b. Establecer indicadores cuantitativos y cualitativos que permitan determinar el grado de incidencia de la participación ciudadana en el proyecto legislativo final (ver sección 4.4.3. del capítulo II de este informe).

En cuanto al inciso “a” se reporta lo siguiente:

Acciones realizadas por la Secretaría de la Función Pública:
Durante la administración 2006-2012 se dará énfasis al impulso de la participación ciudadana en el seguimiento y evaluación de la gestión pública. Este proyecto se enmarca en el Programa de Transparencia y Combate a la Corrupción a cargo de la Comisión Intersecretarial para la Transparencia y el Combate a la Corrupción. Actualmente se desarrolla el diagnóstico correspondiente, para lo cual se realizó una consulta a las 242 dependencias y entidades de la Administración Pública Federal sobre los mecanismos de participación ciudadana actualmente existentes y las posibles áreas de oportunidad para promover aún más la participación ciudadana en el gobierno federal. Los resultados de la consulta están siendo analizados para que constituyan parte esencial de la planeación del proyecto.
En cuanto al inciso “b” se reporta lo siguiente:

Acciones realizadas por la Comisión Federal de Mejora Regulatoria:

La Comisión Federal de Mejora Regulatoria (COFEMER) sigue elaborando el indicador trimestral del porcentaje de anteproyectos regulatorios con costos de cumplimiento para los particulares con al menos un comentario.

4.5 Mecanismos de participación en el seguimiento de la gestión pública

Recomendación:

Fortalecer y continuar implementando mecanismos que alienten a las organizaciones de la sociedad civil y no gubernamentales a participar en el seguimiento de la gestión pública.

· Medidas sugeridas por el Comité:

a. Promover nuevas formas de control social, tales como veedurías ciudadanas para la supervisión de actividades u obras públicas, y brindar a la sociedad civil la capacitación y asesoría que para la adecuada utilización de las mismas se requiera.

b. Continuar avanzando en la implementación del Sistema Integral de Contraloría Social (SICS), de tal manera que su desarrollo se extienda a un mayor número de dependencias o programas de la Administración Pública Federal.

c. Que las autoridades competentes, divulguen el mecanismo de constitución de las Contralorías Sociales y continúen implementando los planes que existan al respecto.

Acciones realizadas por la Secretaría de la Función Pública:
En cuanto al inciso “a” se reporta lo siguiente: 

Testigos Sociales. En el periodo de junio a octubre de 2007, el Comité de Designación de Testigos Sociales, a solicitud de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, ha designado a testigos sociales para que atestigüen en 32 licitaciones públicas con un monto estimado de 58,584 millones de pesos, que entre otras, llevarán a cabo Petróleos Mexicanos, la Comisión Federal de Electricidad, el Instituto Mexicano del Seguro Social y la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, lo cual refleja la importancia que está adquiriendo la figura en el ámbito de las contrataciones públicas. Es conveniente señalar que las licitaciones que se mencionan aún se encuentran en proceso.

Cartas Compromiso al Ciudadano. Al mes de octubre de 2007, se han difundido 298 Cartas Compromiso al Ciudadano, aplicables en igual número de trámites y servicios de alto impacto ciudadano. Las acciones realizadas en relación con este programa, pueden encontrarse en la siguiente página electrónica: www.serviciosdecalidad.gob.mx 
En cuanto a los incisos “b” y “c” se reporta lo siguiente:
Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 67 del Reglamento de la Ley General de Desarrollo Social, la Dirección General de Operación Regional y Contraloría Social de la SFP elaboró los Lineamientos de Contraloría Social que tienen por objeto regular la promoción de la contraloría social por parte de los Gobiernos Federal, Estatales y Municipales, así como la ejecución de actividades de seguimiento, supervisión y vigilancia de los recursos públicos federales a cargo de los beneficiarios de los programas federales. El proyecto de Lineamientos se encuentra en la etapa final del proceso de revisión, una vez autorizados y publicados en el Diario Oficial de la Federación se difundirán a todos los actores involucrados para su aplicación.
Además, con el propósito de impulsar una mayor participación ciudadana en la vigilancia de los recursos públicos, se promovió el Sistema Integral de Contraloría Social con las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal y a octubre de 2007, se llevan a cabo acciones en 16 programas sociales de alto impacto social y presupuestal; asimismo, 29 Órganos Estatales de Control han reportado la realización de actividades para generar la participación de la sociedad en el control de los recursos federales.

5. ASISTENCIA Y COOPERACIÓN (ARTÍCULO XIV DE LA CONVENCIÓN)

Recomendación 5.1:

Determinar y priorizar áreas específicas en las cuales México considere que necesita la cooperación técnica de otros Estados Parte y organismos internacionales de cooperación, para fortalecer sus capacidades de prevenir, detectar, investigar y sancionar actos de corrupción.

Recomendación 5.2:

Continuar los esfuerzos de intercambiar cooperación técnica con otros Estados Parte, sobre las formas y medios más efectivos para prevenir, detectar, investigar y sancionar los actos de corrupción.

Acciones realizadas por la Secretaría de la Función Pública:
En cuanto a la recomendación 5.1 se reporta lo siguiente:
Se contempla como uno de los temas de cooperación el Servicio Profesional de Carrera para fortalecer la fase preventiva. Dentro de los temas de mayor interés, sin ser limitativo en el alcance se encuentran:
1) Evaluación del desempeño

2) Ingreso

3) Capacitación

4) Sistemas de información para RH net
En cuanto a la recomendación 5.2 se reporta lo siguiente:

En el periodo comprendido de mayo a octubre de 2007, la Subsecretaría de la Función Pública, a través la Dirección General de Simplificación Regulatoria, manifestó su interés por intercambiar experiencias, materiales y estrategias tanto de implementación como de capacitación en el tema de Lenguaje Ciudadano con funcionarios de la Subsecretaría de la Gestión Pública del Estado de la Provincia de Buenos Aires, Argentina. Actualmente, se prevé la posibilidad de realizar talleres relacionados con el uso e implementación del Lenguaje Claro. Las sesiones de intercambio de información, serían impartidos por los servidores públicos representantes de las partes involucradas y se propone realizarlos para 2008, esto para identificar claramente a la población objetivo a la que debe orientarse esta práctica, así como los contenidos apropiados y relevantes para ambos países.
De igual manera, se tienen identificadas mejores prácticas internacionales que incorporan los principales elementos de modernización, transparencia y mejora de la gestión que privilegian el enfoque preventivo en actos de corrupción, destacando entre otros “El Programa de Mejoramiento de la Gestión” (PMG).
Cooperación con países miembros de la Convención Interamericana contra la Corrupción:

Acciones de cooperación técnica con Costa Rica: Del 25 al 27 septiembre de 2007, y gracias al auspicio del Centro Latinoamericano de Administración para el Desarrollo (CLAD), el Sr. Diego Mora Valverde, Jefe de la Unidad de Estudios Especiales en Materia de Empleo Público del Ministerio de Planeación Nacional y Política Económica del Gobierno de Costa Rica, realizó una visita de trabajo a la Secretaría de la Función Pública, donde se abordaron los siguientes temas: Recursos Humanos, Servicio Profesional de Carrera (subsistemas de ingreso, capacitación, evaluación de desempeño, control y evaluación) y el Programa de Mejora de la Gestión.
Acciones de cooperación técnica con Guatemala: Del 16 al 20 de octubre de 2007, una delegación del Instituto Guatemalteco de Seguridad Social (IGSS), realizó una visita de trabajo a la Secretaría de la Función Pública con la finalidad de incorporar buenas prácticas anticorrupción en dicho Instituto. Entre los temas abordados se señalan los siguientes: Campañas institucionales de Vinculación con Sociedad, Difusión de Convenciones Internacionales Anticorrupción, Transparencia en la gestión del gobierno, captación de quejas y denuncias por parte del Órgano Interno de Control, cursos de capacitación sobre ética y transparencia y, capacitación de los funcionarios públicos.
Cooperación con organismos internacionales:
Acciones de Cooperación con el Banco Mundial: En el marco del Programa de Apoyo a la Eficiencia del Gasto Público mediante el Fortalecimiento de Sistemas hacia la Gestión por Resultados, entre los días 8 y 12 de octubre de 2007, una misión del Banco Mundial visitó a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y la Secretaría de la Función Pública, con el objetivo de continuar con la asistencia técnica tendiente a mejorar la eficiencia del gasto público de la Administración Pública Federal.
Acciones de cooperación con APEC: Como parte de las actividades de este año del Mecanismo de Cooperación Asia-Pacífico (APEC por sus siglas en inglés), la Secretaría de la Función Pública participó en el taller “The Fight Against High level Corruption is Common Internacional Responsibility: Strengthening the Cooperation Mechanisms in the Asia-Pacific”, que se llevó a cabo en la ciudad de Lima, Perú, del 29 al 31 de octubre de 2007.

Acciones de cooperación con el CLAD: en el marco de la investigación “la educación virtual como instrumento de la profesionalización de la función pública en América Latina y el Caribe”, que se encuentra realizando el Centro Latinoamericano de Administración para el Desarrollo (CLAD), en el mes de agosto de 2007, la Unidad de Recursos Humanos y Profesionalización de la Administración Pública Federal, adscrita a la Secretaría de la Función Pública, respondió a dos cuestionarios que tienen como objetivo conocer las capacidades nacionales existentes en materia de educación virtual vinculadas a la profesionalización de los servidores públicos, enfocándose en dos aspectos: 1) la visión general del país en el tema en cuestión, y 2) la identificación de la oferta específica de programas de educación a distancia y de educación virtual para la formación de servidores públicos de los países que conforman la subregión en estudio.
6. AUTORIDADES CENTRALES (ARTÍCULO XVIII DE LA CONVENCIÓN)

El Comité no le formuló recomendaciones al Estado analizado en relación con esta disposición de la Convención, por cuanto consideró que México dio cumplimiento al artículo XVIII de la misma, al designar a la Secretaría de Relaciones Exteriores como autoridad central para los propósitos de la asistencia y cooperación internacional previstas en la Convención.

7. RECOMENDACIONES GENERALES

Recomendación 7.1:

Diseñar e implementar, cuando corresponda, programas de capacitación de los servidores públicos responsables de la aplicación de los sistemas, normas, medidas y mecanismos considerados en el presente informe, con el objeto de garantizar su adecuado conocimiento, manejo y aplicación.

Recomendación 7.2:

Seleccionar y desarrollar procedimientos e indicadores, cuando sea apropiado, que permitan verificar el seguimiento de las recomendaciones establecidas en el presente informe y comunicar al Comité, a través de la Secretaría Técnica, sobre el particular. A los efectos señalados, podrá tomar en cuenta el listado de indicadores más generalizados, aplicables en el sistema interamericano que estuvieran disponibles para la selección indicada por parte del Estado analizado, que ha sido publicado por la Secretaría Técnica del Comité, en página en Internet de la OEA, así como información que se derive del análisis de los mecanismos que se desarrollen de acuerdo con la recomendación 7.3 siguiente.

Recomendación 7.3:

Desarrollar, cuando sea apropiado y cuando ellos no existan aún, procedimientos para analizar los mecanismos mencionados en este informe, así como las recomendaciones contenidas en el mismo.

Acciones realizadas por la Secretaría de la Función Pública

En cuanto a la recomendación 7.1 se reporta lo siguiente:

La Subsecretaría de Atención Ciudadana y Normatividad coordina 26 cursos de capacitación que de forma directa inciden en el conjunto de sistemas, normas, medidas y mecanismos considerados para la implementación de la Convención. 

En cuanto a la recomendación 7.2 se reporta lo siguiente:

Indicadores en materia de “Órganos de Control Superior en Relación con las Disposiciones Seleccionadas”, estos indicadores se refieren a lo siguiente:

· Número de observaciones generadas.

· Número de observaciones atendidas.

A este respecto, se destaca lo siguiente:

Durante el ejercicio 2007, la Auditoría Superior de la Federación (ASF) notificó 2,117 acciones a las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal (APF) con motivo de la revisión y fiscalización de la Cuenta Pública 2005 (1,940), así como del Informe de Avance de Gestión Financiera (IAGF) 2006 (177), las cuales adicionadas a las 570 que conformaban el saldo en proceso de solventación al 31 de diciembre de 2006, resultan en un inventario de 2,687 acciones. 

Cabe señalar que las actividades de fiscalización que realiza la ASF están sujetas a los principios de anualidad, por lo que sólo lleva a cabo revisiones una vez concluido un ejercicio fiscal (Cuenta Pública) y a proyectos concluidos (Informe de Avance de Gestión Financiera). 

En el período enero - septiembre de 2007, las dependencias y entidades de la APF han presentado a la ASF la documentación e información necesaria para solventar 2,035 acciones, de las cuales 491 corresponden a la revisión de las Cuentas Públicas 2003-2004 e IAGF 2005 y 1,544 a la revisión de la Cuenta Pública 2005 e IAGF 2006, por lo que el nivel de solventación fue del 86.1% y del 72.9% respectivamente. 

Derivado de lo anterior, al 30 de septiembre de 2007 la ASF notificó 2,117 acciones y en el mismo periodo solventó 2,035, alcanzando un nivel de abatimiento del 96.1%, por lo que se puede concluir que existe una eficiente coordinación entre la ASF como instancia superior de fiscalización y la Secretaría de la Función Pública como órgano de fiscalización del Gobierno Federal. 

El comportamiento mensual de la solventación de acciones determinadas por la ASF, se muestra en el siguiente cuadro:
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Saldo al 31/12/06 570

Saldo al 30/01/07 570 0 88 0 88 482 0 482

Saldo al 28/02/07 482 0 41 0 41 441 0 441

Saldo al 31/03/07 441 2,117 91 0 91 350 2,117 2,467

Saldo al 30/04/07 2,467 0 43 0 43 307 2,117 2,424

Saldo al 31/05/07 2,424 0 53 61 114 254 2,056 2,310
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Saldo al 31/07/07 1,689 0 44 516 560 170 959 1,129

Saldo al 30/08/07 1,129 0 42 168 210 128 791 919

Saldo al 30/09/07 919 0 49 218 267 79 573 652

TOTAL 2,117 491 1,544 2,035      
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Indicadores del Programa de Mejoramiento de la Gestión (PMG). El PMG que plantea la Administración 2007-2012 cuenta con tres importantes características que agregan valor:

1) Sistematización: El PMG considera la aplicación de acciones comunes para todas las instituciones, que se implementan de manera gradual, de acuerdo a las particularidades de cada institución.
2) Convergencia de esfuerzos: Se propicia la interoperabilidad y la coordinación intra e interinstitucional, ya que articula las acciones de diferentes áreas e instituciones para el logro de objetivos comunes.

3) Evaluación de la gestión institucional: Se fomenta una cultura del desempeño que considera la medición de los resultados a través de indicadores de gestión, los cuales repercuten en el otorgamiento de incentivos.
